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ACUERDO NUMERO: TRECE
En la ciudad de Córdoba, a los doce días del mes de junio de dos mil doce, se reunió en Acuerdo el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, con la asistencia de los Sres. Vocales Dres. Aída Lucía Tarditti, María Esther Cafure de Battistelli, María de las Mercedes Blanc Gerzicich de Arabel y Carlos Francisco García Allocco, a fin de tratar el siguiente asunto correspondiente a la Secretaría de Sumarios Administrativos.

VISTOS: Los autos caratulados “DIRECTOR GENERAL DE POLICÍA JUDICIAL, DR. STORNI, REMITE ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS CON MOTIVO DE IRREGULARIDADES EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO” (Expte. "D"/17/10 y sus acumulados Exptes. "S"/06/10 y "D"/25/10), los cuales se hallan vinculados por existir conexidad subjetiva en relación al agente judicial Walter Gustavo Alfonso Chilo (Oficial, Leg. Nro. 2884) -quien se encuentra sumariado en las tres actuaciones de marras-, mientras que el Sr. Juan Alejandro Paz (Oficial Mayor al momento del hecho, Leg. Nro. 2896) fue sumariado en el expediente identificado como "D"/17/10.


a) En primer término, con fecha veintiocho de mayo de dos mil diez, fueron recibidos en la Secretaría de Sumarios Administrativos de este Alto Cuerpo los autos caratulados "Director General de Policía Judicial, Dr. Storni, remite actuaciones administrativas con motivo de irregularidades en la prestación del servicio" (Expte. "D"/17/10 de fecha 31-05-10), girados por la Dirección General de Policía Judicial tras la realización de una investigación administrativa preliminar (Acuerdos Reglamentarios Serie "A" Nro. 549 de fecha 04-07-00 y Nro. 624 de fecha 25-09-01). La misma tuvo su origen con motivo de la noticia periodística publicada el día veintisiete de mayo de dos mil diez en la página web correspondiente a "La Mañana de Córdoba" (www.lmcordoba.com.ar), de donde surgía que el cuerpo sin vida de un hombre de unos cincuenta y cinco años de edad había sido encontrado en Barrio Nueva Italia, permaneciendo abandonado en la vía pública por al menos tres horas debido a que Policía Judicial se encontraba realizando una protesta en reclamo de mejoras en las condiciones de trabajo (fs. 01/01vta.). 


Por tal razón, con fecha primero de junio de dos mil diez se dispuso la apertura de sumario administrativo a los Sres. Walter Gustavo Alfonso Chilo (Leg. Nro. 2884) y Juan Alejandro Paz (Leg. Nro. 2896), ambos con funciones en la Secretaría Científica -Cuerpo Operativo Número Siete- de la Dirección General de Policía Judicial.   


En dicha oportunidad, se les atribuyó a los agentes judiciales de cita lo que daremos en llamar -por una cuestión metodológica y de mejor tratamiento- PRIMER HECHO, consistente en el despliegue de un obrar con repercusión en el ámbito administrativo-disciplinario contrario a los deberes de responsabilidad profesional, confianza, diligencia y buen obrar, que trascienden el mero ejercicio de la función judicial comprometiendo con ello el prestigio y la reputación de la Administración de Justicia con quien se encuentran vinculados por una especial relación de sujeción de derecho administrativo. 


El hecho enrostrado al Oficial Walter Gustavo Alfonso Chilo -integrante del Cuerpo Operativo Número Siete del Gabinete de Reconstrucción Criminal, Secretaría Científica, Dirección General de Policía Judicial- finca en que siendo las 05:46 horas del día veintisiete de mayo de dos mil diez, habría recepcionado una llamada telefónica del Coordinador de la Zona Norte del Dpto. Centro de Comunicaciones de la Policía de la Provincia de Córdoba, Sargento Primero Miguel Heredia, donde se le informaba que a las 05:02 horas del citado día había ingresado un llamado al Ciento Uno (101) donde se requería presencia policial en calle "Mochina" Número Mil ochocientos cuarenta y seis (1846) de Barrio Nueva Italia con motivo de encontrarse una persona tirada en el piso, con signos de violencia en el cuerpo, peticionando la participación técnica de la unidad operativa a los fines de recoger el cuerpo en cuestión (quien en vida se identificara como Aníbal Corazón Quinteros), respondiendo Chilo que el personal del equipo técnico se encontraba de "Asamblea" hasta las 07:30 horas por lo que no se podría efectuar la cooperación solicitada. Además, el agente Chilo de manera irresponsable, negligente, infundada, insensible, despreocupada y arbitraria, no habría transmitido la comunicación recibida al resto de los integrantes del equipo técnico de pertenencia ni a quien se encontraba a cargo del mismo. Esta circunstancia negligente en lo funcional y renuente en el cumplimiento de los deberes que le vienen impuestos por la norma estatutaria en abstracto, derivó en un desajuste administrativo-operativo que culminó con la participación de otro equipo técnico que levantó los restos mortales del Sr. Quinteros aproximadamente a las 09:30 horas del día de cita. Las circunstancias relatadas adquirieron amplia repercusión social a través de los distintos medios de comunicación oral, escrita y visual causando un gran estrépito social y efecto negativo para la imagen del Poder Judicial, constituyendo la actitud del agente Walter Chilo un obrar particularmente contrario a los cánones y estándares expectables de compromiso social en la estructura judicial (fs. 107/107vta.).


La falta achacada al Sr. Juan Alejandro Paz, encargado del Cuerpo Operativo Número Siete de la Secretaría Científica de la Dirección General de Policía Judicial, radica en no haber controlado adecuadamente ni previsto algún mecanismo de comunicación alternativo considerando que frente a la existencia de Asambleas convocadas en los lugares de trabajo, se asegurara que frente a la contingencia de un requerimiento de actuación del cuerpo operativo que comandaba, no se viera obstaculizado por la actitud negligente y direccionada de algún integrante de aquél que procurara afectar el normal funcionamiento del mismo, máxime en la inteligencia de que quien atendía el teléfono sería delegado de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial (AGEP). Esta praxis poco previsora, desinteresada y negligente en la previsión debida vino necesariamente a contribuir causalmente en el resultado disvalioso de una actuación tardía de los equipos técnicos especializados, con repercusión altamente negativa en la imagen y prestigio de esta Administración de Justicia quien debe velar por el respecto irrestricto de los derechos fundamentales de aquellos ciudadanos que concurren a su auxilio (fs. 107vta./108).


b) Con fecha dieciocho de junio de dos mil diez, ingresó a la Secretaría de Sumarios Administrativos de este Alto Cuerpo el informe suscripto por el Dr. Martín Norberto Berger -Secretario de Sumarios y Asuntos Judiciales de la Dirección General de Policía Judicial-, originándose con ello los autos caratulados "Sec. Sumarios y Asuntos Judiciales, Dr. Martín N. Berger, informa disturbios acaecidos en la Asamblea que se desarrollara en la base operativa de Policía Judicial el día 17/6/2010" (Expte. "S"/06/10 de fecha 18-06-10). En dicho informe el citado funcionario da cuenta a su Director -Dr. Federico Guillermo Storni- sobre irregularidades acaecidas en dependencias de la Base Operativa de la Dirección General de Policía Judicial el día diecisiete de junio de dos mil diez mientras se desarrollaba una asamblea gremial. Señala que siendo las 17:45 horas se constituyó en dicho lugar, observando a Walter Chilo operando una computadora, motivo por el cual lo invitó a retirarse, tomando el empleado un pen drive color blanco que tenía conectado a la computadora para seguidamente salir de la oficina. Agrega que de la misma manera invitó a retirarse a la empleada Carolina Meyer que se encontraba operando otra de las computadoras. Asimismo, destaca que el Sr. Eduardo Gesurmino que estaba de servicio en el lugar, le manifestó no haber autorizado la utilización de dichas máquinas. Luego menciona a varios empleados que se encontraban en el hall de ingreso a la Base Operativa con bombos, bocinas, megáfonos y silbatos, generando un ruido infernal que no permitía la prestación normal del servicio, ruido que se incrementaba cuando el Sr. Gesurmino atendía el teléfono. Añade que el agente judicial Aníbal Lesser, megáfono en mano, coreaba "Berger, hijo de puta, la puta que te parió" y arengaba a los demás compañeros a sumarse, agregándose a ello Chilo y Rosario Valiente.


Tras realizar una investigación administrativa preliminar, el día siete de septiembre de dos mil diez se dispuso la apertura de sumario administrativo al Sr. Walter Gustavo Alfonso Chilo (Legajo Número 2884), Oficial con funciones en el Gabinete de Reconstrucción Criminal de la Secretaría Científica, Cuerpo Operativo Número Siete, de la Dirección General de Policía Judicial, a quien se le atribuyó el despliegue de un obrar impropio con repercusión en el ámbito administrativo-disciplinario, contrario a los deberes de confianza, buen obrar y reserva. Dicho actuar -que daremos en llamar SEGUNDO HECHO- consiste en que: con fecha diecisiete de junio de dos mil diez, siendo alrededor de las 17:45 horas, el Sr. Walter Gustavo Alfonso Chilo se habría encontrado dentro de las instalaciones de la oficina donde funciona la Base Operativa de Policía Judicial, sin la debida autorización de su superior jerárquico, operando indebidamente una de las computadoras de la dependencia -a la cual habría conectado un pen drive de su propiedad-, con el riesgo que ello puede conllevar para la información restringida que allí se almacena, y siendo que se estaba desarrollando en el hall de ingreso a dicha Base, una Asamblea dispuesta por la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial en la cual se suponía presente el Sr. Chilo en razón de su condición de delegado gremial. Asimismo, la presencia del agente de cita en el lugar resulta inapropiada, atento a que no se encontraba prestando servicios el Cuerpo Operativo Número Siete al cual pertenece, sino el Número Tres (fs. 340).

c) Con fecha dos de julio de dos mil diez se iniciaron en la Secretaría de Sumarios Administrativos de este Alto Cuerpo los autos caratulados “Director General de Policía Judicial, Dr. Federico G. Storni, remite actuaciones administrativas iniciadas con motivo del informe elevado por el Encargado de la Sección Huellas y Rastros, Sergio Ferreyra, en relación a la solicitud del empleado Walter Chilo de intervención de personal técnico de dicha Sección" (Expte. "D"/25/10), con motivo de la remisión de actuaciones labradas en la Oficina de Sumarios Administrativos de la Dirección General de Policía Judicial, tras la realización de una investigación administrativa preliminar (Acuerdos Reglamentarios Serie "A" Nro. 549 de fecha 04-07-00 y Nro. 624 de fecha 25-09-01). Esta última se originó a raíz de un informe que presentó el Jefe de la Sección Huellas y Rastros al Director de Policía Judicial, en la que ponía en su conocimiento que el día treinta de junio de dos mil diez siendo las 12:30 hs. el Jefe de Recursos Humanos, Daniel Contrera, le solicitó que se interiorizara sobre la presencia del abogado Severín con material a peritar en la Sección a su cargo, hecho ocurrido el día previo en horas de la noche. Revisado el libro de ingresos de hechos, Ferreyra constató que no se registraba ningún hecho al respecto, como así tampoco en el sistema informático de registro de cooperaciones técnicas. Seguidamente, se comunicó con Marina Bustos y Luis Moriconi, agentes del Cuerpo Operativo Número Siete y Ocho respectivamente, ambos de guardia el día del episodio relatado en primer lugar. Bustos le refirió que Walter Chilo, en la víspera siendo aproximadamente las 21:00 hs., se hizo presente en la Sección Huellas y Rastros acompañado por otra persona desconocida para ella, y que el agente le solicitó colaboración en cuanto a la búsqueda de rastros papilares sobre una caja de seguridad que portaba y le hiciera entrega, manifestando que pertenecía a un amigo. Inmediatamente, Bustos procedió a la dispersión de los polvos adherentes sobre el soporte logrando revelar un diseño digital, el cual fue levantado mediante la utilización de cinta adherente transparente y transportado a una plaqueta de vidrio, que se encontraba resguardada en el casillero personal de la agente Bustos bajo llave. Además, la agente relató que ante la duda de trabajar técnicamente el material sin el correspondiente pedido formal de Unidad Judicial o Dependencia Policial, Chilo le insistió que era de un amigo y que le hiciera el favor. Ferreyra informó también que habiéndose comunicado con Moriconi, este expresó que efectivamente estuvo presente en el momento de peritar la caja de seguridad.


Por tal razón, con fecha veintidós de julio de dos mil diez se inició una investigación administrativa y el día veintitrés de julio del mismo año se dispuso la apertura de sumario administrativo al Sr. Walter Gustavo Alfonso Chilo (Leg. Nro. 2884), con funciones en la Base Operativa de la Dirección General de Policía Judicial (fs. 485).

En la oportunidad, se le atribuyó al agente lo que daremos en llamar -siguiendo la metodología adoptada- TERCER HECHO, consistente en el despliegue de un obrar con repercusión en el ámbito administrativo-disciplinario contrario a los deberes de decoro, dignidad de conducta, lealtad, confianza, responsabilidad profesional y buen obrar, vulnerando de tal manera los cánones y estándares expectables de conducta que le vienen impuestos por la especial relación de sujeción que lo vincula con esta Administración de Justicia. El hecho enrostrado finca en que el día veintinueve de junio del año dos mil diez el Sr. Chilo, previo realizar llamada telefónica a la agente Tomasa Marina Bustos manifestándole que necesitaba pedirle un favor, a las 21:00 horas aproximadamente junto a otra persona, se habría constituido en la Sección Huellas y Rastros de Policía Judicial, y le habría solicitado a la mencionada agente, quien se encontraba de guardia, en forma ardidosa, abusando de su confianza e induciéndola a error, colaboración en relación a la búsqueda de rastros papilares sobre una caja de seguridad que el mismo Sr. Chilo le habría hecho entrega manifestando que era de un amigo, sin el correspondiente pedido formal de la autoridad judicial competente para ordenar dicho análisis y sin manifestar que el mismo no existiría (fs. 485).
  Y CONSIDERANDO: 


I) PRIMER HECHO:

a) Que en oportunidad de formular su descargo (fs. 119/122), el Sr. Juan Alejandro Paz, informa que durante los años que trabajó con Walter Chilo pidió sistemáticamente a la superioridad el traslado del nombrado a otra oficina, a raíz de su poca contracción al trabajo debida a su participación en asambleas y otras medidas de protesta en su condición de delegado gremial.


En cuanto al hecho enrostrado explica que la madrugada en que ocurrió el mismo, no se lo anotició -ni verbal ni telefónicamente- de su existencia, posiblemente porque se hallaba en ese momento en el baño. Que tomó conocimiento de lo acontecido, por los medios de comunicación, recién a las 07:25 horas de ese día, llamando inmediatamente al número "101" de la Policía de la Provincia, siendo atendido por la Of. Díaz quien le informó que a las 05:50 horas el Crio. Hoyos le había transmitido el hecho telefónicamente al Sr. Chilo y que éste le había contestado que el equipo no iba a concurrir al lugar del hecho por encontrarse de asamblea. Que acto seguido, solicitó al citado policía los datos relacionados al hecho, entregándoselos a las 07:40 horas a la guardia entrante (Cuerpo Operativo Número Ocho), cuyos integrantes ya se hallaban presentes en la Sede.


Por su parte, el agente Walter Gustavo Alfonso Chilo, acompañado de sus abogados defensores -Dres. Claudio Orosz y Eugenio Biafore-, negó el hecho atribuido al momento de producir su descargo (fs. 134/138).


Relata que el día veintisiete de mayo de dos mil diez, la A.G.E.P.J. había determinado su programa de acción específica para el ámbito de la Policía Judicial, notificando fehacientemente al Tribunal Superior de Justicia de la realización de asambleas de cuatro horas por turno, medida que se venía desarrollando con esa modalidad hacía ya más de dos semanas, circunstancia de la que las autoridades de Policía Judicial y sus superiores tenían pleno conocimiento.


Que siendo aproximadamente las 05:45 horas y estando "de asamblea", sonó el teléfono de la base operativa de la Secretaría Científica en la cual se desempeña, atendiéndolo a fin de cumplir una determinación de la propia asamblea y de la organización que integra: informar a quien se comunica de la existencia de tales asambleas.


A continuación realiza consideraciones sobre el derecho de huelga, exponiendo que las medidas de acción directa posibilitan al trabajador "abstraerse del poder de dirección", por lo que no existe falta posible para atribuir. En consecuencia, entiende que la autoridad intenta depositar en su persona, las responsabilidades que le caben como encargado último del servicio que brinda en Policía Judicial. Entiende que las prevenciones que la autoridad debió tomar para recibir llamados en la base de operaciones y que no se realizaron, no le son achacables, por lo que rechaza -por arbitrarias- las faltas que se le atribuyen, pues no hay regla normativa de origen constitucional que lo obligue a laborar o cumplir sus funciones naturales cuando está llevando adelante medidas sindicales legalmente dispuestas por la asociación gremial que integra.


Luego repasa la normativa que ampara los derechos de los trabajadores, sosteniendo la inconstitucionalidad del art. 12 del Estatuto de Policía Judicial que prohíbe realizar medidas de fuerza (cita el art. 14 bis de la C.N. y los tratados internacionales incorporados al art. 75 inc. 22, entre los que menciona el art. 8.1. de la C.A.D.H., Convenios de la O.I.T., etc.).


Cita legislación constitucional, nacional e internacional, señalando que no permite adoptar represalias de ningún tipo contra los trabajadores con motivo del ejercicio del derecho de huelga, afirmando que resulta de suma gravedad el presente sumario administrativo, entendiéndolo como una acción de la empleadora con fines de sancionar a los trabajadores que ejercen un derecho fundamental, usando facultades disciplinarias de forma impropia, como un medio de operar contra el colectivo, ejerciendo intimidaciones individuales a los trabajadores que adhirieron a la medida de fuerza.

Finaliza su exposición recordando su condición de delegado gremial de la A.G.E.P.J. y que, como tal, goza de la tutela sindical prevista en la ley 23.551, por lo cual no puede ser despedido, ni suspendido ni podrán modificarse sus condiciones de trabajo, sin la previa exclusión de aquel amparo legal. Ofrece prueba documental-instrumental y testimonial.

b) Que obran en autos los siguientes elementos probatorios:


1) Prueba informativa - documental - instrumental: informes producidos con fecha 27-05-10 por el Jefe de Departamento de Derechos Humanos, Sr. Daniel Contreras, de los que surge que no fue informado oficialmente de las Asambleas de fecha veintiséis y veintisiete de ese mes y año (fs. 05 y 14); informe del Coordinador General de la Secretaría Científica, Eduardo Gesurmino, comunicando el hecho (fs. 07); constancia de cooperación técnica (fs. 08/10); fotocopias del libro de novedades de la base operativa (fs. 11/12); planilla donde consta la nómina del personal integrante de cada cuerpo operativo de la Secretaría Científica (fs. 15); nómina de personal que adhirió a la asamblea desde las 21:00 a las 22:30 horas del día 26-05-10 y de las 04:30 a las 07:30 horas del 27-05-10 (fs. 16/17); planillas de asistencia (fs. 18/21); legajo personal de Walter Gustavo Alfonso Chilo (fs. 76/83); informe del Ayudante Fiscal Jorge Páez de la Unidad Judicial Doce (fs. 84); informe del Departamento de Comunicaciones de la Policía de la Provincia de Córdoba, dando cuenta de la llamada solicitando cooperación (fs. 89/90); síntesis de prensa con las novedades transmitidas por los distintos medios de comunicación (fs. 92/105); constancias de las llamadas efectuadas y recibidas a la Central telefónica de emergencia "101" (fs. 113/114); nota del Sr. Juan Alejandro Paz (Encargado del Cuerpo Operativo Número Siete) dirigida al Jefe de Recursos Humanos de la Dirección General de Policía Judicial, donde consta el personal que adhirió a las asambleas de los días veintiséis y veintisiete de mayo de dos mil diez de 21:00 a 22:30 horas y de 04:30 a 07:30 horas (fs. 126); fotocopias de los libros de registros de novedades correspondientes a la Base Operativa, desde el día 01-05-10 hasta el día 23-06-10 (fs. 149/203); copias de las constancias labradas en la Policía de Córdoba con motivo del hecho que origina el presente sumario (fs. 211/231); copia certificada del Sumario Nro. 1522/10 de fecha 27-05-10 labrado en la Unidad Judicial Doce con conocimiento e intervención de la Fiscalía de Instrucción de Distrito III Turno 7°, caratulados "Actuaciones labradas con motivo de muerte de etiología dudosa de Quinteros Aníbal del Corazón" (fs. 244/273); informe de la Secretaria General de la A.G.E.P.J. sobre la calidad de delegado Gremial de Walter Chilo, acompañando copia del expediente donde se notifica al Ministerio de Trabajo e informando sobre las asambleas del 27-05-10 (fs. 295); Acta N° Ocho de la Junta Electoral proclamando los delegados titulares y suplentes de la A.G.E.P.J. (fs. 297/301); boletines informativos de la A.G.E.P.J. en los que convoca a asambleas durante el mes de mayo de dos mil diez (fs. 302/304) y demás constancias de autos.

2) Prueba testimonial: se receptó declaración testimonial a las siguientes personas:


Ana Cecilia Smith, quien se encontraba de servicio en la Unidad Judicial Número Doce el día del hecho, relató que ingresó a la oficina a las 07:00 horas del día veintisiete de mayo, enterándose que había una muerte de etiología dudosa y que ni el servicio médico del 136 ó 107 ni Policía Judicial se habían constituido en el lugar. Que a las 07:35 horas la llamó el Sargento Bulacio del CAP, diciéndole que hacía dos horas que estaba en el lugar (Pasaje Mochina de Barrio Nueva Italia) ya que ningún médico concurría. Que a los pocos minutos la llamaron de la Mesa de Atención Permanente reclamándole la comunicación del hecho y preguntándole si Policía Judicial ya había cooperado, a lo que respondió que no, puesto que aún no habían entregado el procedimiento en la Unidad Judicial, recomendándole que se comunicara con la Fiscalía puesto que el hecho estaba saliendo en la prensa. Añadió que luego se tuvo que comunicar con la "Base Operativa" por un hecho "con preso", siendo atendida por Lucio Cano a quien le comentó el hecho de la muerte de etiología dudosa, el que le dijo que se habían enterado por las noticias y que estaban preparando el equipo para cooperar. Señaló que más tarde se recibió el procedimiento (Sumario Nro. 1522/10) y después Cano le comunicó el número de cooperación técnica (fs. 85/88).


Eduardo Ramón Gesurmino, Coordinador General en la Base Operativa de Policía Judicial, explicó cómo se conforman los Cuerpos Operativos, aclarando que Juan Alejandro Paz es coordinador del Cuerpo Número Siete y Walter Chilo es técnico administrativo y lo reemplaza en caso que el coordinador tenga que salir a cooperar en hechos complejos. En relación al hecho, dijo que ese día entró a trabajar a las 07:30 horas y que el Sr. Paz se lo comentó, por lo que comenzó a hacer averiguaciones, siéndole informado que Walter Chilo había recibido la llamada telefónica y manifestado que no irían al lugar del hecho atento encontrarse de asamblea. Respondió que Juan Alejandro Paz estaba ese día en la oficina, aunque pudo haber estado por ejemplo en el baño y no escuchar el teléfono (fs. 143/143vta.).


Daniel Juan Contrera, Jefe del Departamento de Recursos Humanos de Policía Judicial, informó quiénes estaban adheridos a la asamblea (entre ellos el Sr. Walter Chilo). En lo que atañe al hecho, señaló que en alguna ocasión Paz le solicitó el reemplazo de Chilo porque le "complicaba las cosas" por su actividad gremial. Sostuvo además que es muy difícil para cualquiera de los coordinadores de los cuerpos operativos controlar veinticuatro, catorce u once horas (que es el tiempo que duran los turnos de feriados, de día y de noche respectivamente) lo que hacen sus empleados. Que ello es prácticamente imposible en épocas normales, más aún mientras hay un conflicto gremial (fs. 145/145vta.).


Irina Santesteban, Secretaria General de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial, dijo que conoce a Walter Chilo en razón de ser delegado de Policía Judicial. Explicó las modalidades de las medidas de fuerza que se llevaron a cabo en mayo de dos mil diez, aclarando que fueron realizadas por turnos de diferentes duración, primero de dos horas, luego -ante la falta de respuestas a sus reclamos- de tres horas y posteriormente de cuatro horas por turno. Que el día veintisiete de mayo de dos mil diez Walter Chilo, en su calidad de delegado, le informó a la dicente -mediante mensaje de texto a su celular- como también a otros miembros de la Comisión Directiva, acerca del horario de realización de asambleas. Que las mismas constituyen una medida general (aporta ejemplos de lo que ello implica) y que el delegado gremial debe informar sobre la medida. En el caso, considera que Chilo atendió el teléfono a fin de informar de la asamblea, a los efectos que quien llama se de cuenta que debe acudir a un superior (Fiscal, Ayudante Fiscal, etc.). En su opinión, Chilo no fue negligente, sino todo lo contrario. Finalmente, relató la reunión que mantuvo ese día con la Comisión Directiva y delegados, sosteniendo que los empleados de Policía Judicial tienen derechos gremiales (fs. 206/206vta.).


Pablo Eugenio Olmedo, Prosecretario General de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial, expresó que conoce a Chilo en razón de la actividad gremial que ambos desempeñan. Preguntado por la Instrucción para que dijera si cuando un delegado gremial se encuentra adherido a medidas de fuerza -asamblea por ejemplo- puede desempeñar sus funciones, el testigo respondió que, en general, si está en asamblea no está trabajando. También manifestó la Dirección conocía de la asamblea y consideró adecuado que si un empleado que está de asamblea atiende el teléfono se limite a advertir sobre la medida de fuerza para que se arbitren otros medios (fs. 233/233vta.).


Juan Dolores Díaz, Escribiente con funciones en la Sección Huellas y Rastros de Policía Judicial, declaró en relación a la forma de realización de las asambleas gremiales, sosteniendo que Paz tenía conocimiento de la medida llevada a cabo ese día. Relató que él se enteró por comentarios del personal de guardia que ingresaba, que había salido por la radio la noticia sobre el hecho de muerte en Barrio Nueva Italia y que no había ido nadie de Policía Judicial a levantar el cuerpo (fs. 275/275vta.).


Alejandro Fabián Castellani, Oficial Principal en la Sección de Planimetría Legal de la Dirección General de Policía Judicial, expresó ser delegado gremial al igual que Chilo. En cuanto al desempeño funcional del nombrado, respondió que Chilo es una persona que conoce muy bien la tarea que se desarrolla en Policía Judicial y en el Área (Unidad Operativa) en la que trabajó siempre. Relató que se anotició del hecho de muerte ocurrido en Barrio Nueva Italia a través de los medios de prensa y que si están realizando una medida de fuerza y alguien llama por teléfono, se comunica esta situación a quien llama, al igual que se haría en una barandilla. Luego hace otras reflexiones respecto a la manera de realizar asambleas gremiales en Policía Judicial (fs. 287/287vta.).


Santiago Aníbal Ferreira, Escribiente Mayor con funciones en la Sección de Fotografía Legal, declaró que la modalidad de las asambleas desarrolladas en Policía Judicial, consistía en realizarlas por el término de tres o cuatro horas por turno, dependiendo de lo que se decidiera en el Gremio y que dichas asambleas se llevaban a cabo en las oficinas respectivas. Agregó que tomó conocimiento de la muerte acaecida en Barrio Nueva Italia por medio de la prensa y manifestó que Chilo es una persona eficiente, capaz y buen compañero (fs. 292).


Alfredo Raúl Nieto, Escribiente que presta servicios en la Sección de Planimetría Legal de la Dirección General de Policía Judicial, refirió que Chilo es muy buen empleado, responsable en sus funciones como administrativo, preocupándose que la gente salga a cooperar cuando debe salir. Relató que se anotició del hecho de muerte ocurrido en Barrio Nueva Italia alrededor de las 07:50 horas de ese día veintisiete de mayo de dos mil diez por medio de un noticiero en la televisión. Agregó que en ningún momento presenció el llamado telefónico en donde se comunicaba dicha muerte, ya que se encontraba en la Sección de Planimetría. Que tanto Chilo como el deponente, habían ingresado a las 21:00 horas del día veintiséis de mayo y finalizaban su turno a las 08:00 horas en que firman planilla de retiro (fs. 293/293vta.).


c) Que al momento de efectuar el alegato sobre el mérito de la causa (fs. 309/313vta.), la defensa del agente judicial Walter Gustavo Alfonso Chilo reprodujo las manifestaciones realizadas por el sumariado en oportunidad de formular su descargo (fs. 134/138), efectuando una reseña de la prueba glosada en autos. 

Manifiesta que ha quedado acreditado en autos con las declaraciones testimoniales y el informe presentado por Irina Santesteban que Chilo es delegado de personal por la A.G.E.P.J. con mandato vigente y que el día veintisiete de mayo de dos mil diez -como en las jornadas anteriores- la misma había determinado su programa de medidas de acción directa y en forma específica para el ámbito de la Policía Judicial, notificando fehacientemente al Tribunal Superior de Justicia de la realización de asambleas de cuatro (4) horas por turno en el ámbito funcional de la Policía Judicial. 
Agrega que al día veintisiete de mayo de dos mil diez la modalidad determinada se venía desarrollando, hacía ya más de dos semanas, circunstancia ésta que las autoridades de Policía Judicial y sus superiores tenían conocimiento pleno, acabado y preciso, pues así lo han reconocido todos los testigos en la causa, incluso los Sres. Gesurmino y Contrera.

Señala que, tal como consta en el libro de guardias y como lo acreditan los testigos, como delegado de personal, participó de la asamblea en su lugar de trabajo entre las 04:30 y las 07:30 horas, determinada por la entidad gremial referida. Que a las 05:45 horas atendió el llamado telefónico en cuestión y en ese marco de asamblea, estando sin sujeción alguna a órdenes de la patronal, cumplió en informar a quien se comunicaba de la existencia de tales asambleas.

Explica que el principal efecto jurídico del ejercicio de medidas de fuerza en relación al contrato individual laboral administrativo, es que mientras se desarrollan las medidas de acción directas -cualquiera sea su investidura-, el trabajador tiene el derecho constitucional de abstraerse del poder de dirección. Justamente de esto se trata el derecho constitucional en cuestión. Se pregunta cuál es la falta grave y causal de sumario administrativo, y si lo es el hecho de haberse plegado a las acciones gremiales determinadas por el sindicato que integra. Que esas acciones han tenido el efecto planificado, lo que obviamente no es de agrado de la patronal, tratándose justamente de ello el derecho de huelga. Agrega que cuando se intenta limitar, actualizar, dar marco, etc. al desarrollo de las medidas de acción sindical no se hace sino intentar ocupar un rol legisferante y reglamentario del derecho huelga. Toda la normativa de rango inferior que intente prohibir, limitar, reglamentar el derecho de huelga es inconstitucional y nula.

Expresa que el día en cuestión, en su rol de delegado no sólo llevaba adelante en forma personal sino también por el mandato de sus compañeros y la organización sindical que representa, en relación a reclamos directos de la Policía Judicial que integra. Al atender el teléfono en esa Unidad se garantiza informar al tercero de la existencia del estado de Asamblea del cuerpo donde se habla. No existe falta posible de atribuir.


Señala que, sin embargo, la Administración ha encontrado que el hecho de no haber comunicado a las autoridades jerárquicas o demás miembros de la unidad operativa de la llamada realizada, ha sido causal de un desajuste administrativo operativo grave, calificándose su actitud como irresponsable, negligente, infundada, insensible, despreocupada, arbitraria y renuente.

Manifiesta que la autoridad intenta depositar en la persona del delegado gremial, las responsabilidades que le caben como encargado último del servicio que brinda en Policía Judicial. No estaba obligado a comunicar llamados. Reconoce que en ese momento no estaba en funciones, sino en estado de asamblea y fuera de la órbita de dirección. Las prevenciones que la autoridad debió tomar para recibir llamados en la base de operaciones y que no se realizaron no le son achacables. Sostiene que la Administración pretende como obligación que aquellos trabajadores que participan en medidas de naturaleza gremial -las que han sido comunicadas oportunamente y que llevan semanas enteras de implementación- dejen de hacerlo momentáneamente y cumplan sus funciones ordinarias. Que sólo así es entendible la falta que se imputa y entender haber incumplido una obligación laboral, dando lugar a una falta que sea reprochable y por ello sancionable. Tal formulación no es sino la mirada de la propia administración de cómo deben ejercerse las asambleas y, en definitiva el derecho de huelga, en este caso en la Policía Judicial y su Secretaría Científica. En definitiva, supervive en el "tipo" que se achaca, la idea de una reglamentación del derecho de huelga realizado por la autoridad: el trabajador que participa en esas medidas, debe dejar de hacerlo para comunicar novedades propias de sus tareas, esto es trabajar bajo apercibimiento de incumplimiento grave de sus funciones.

Adita que no hay regla normativa de origen constitucional que obligue a laborar cuando un trabajador está plegado y llevando adelante las medidas de origen sindical legalmente dispuestas por la organización gremial que integra. Por ello, no hay falta posible que ser imputada y por ello, no hay castigo que se pueda seguir o intentar que no vulnere el andamiaje constitucional protectorio laboral.

Que en este sentido, el sumario es una respuesta al desarrollo de las actividades que como militante gremial ha asumido exitosamente con responsabilidad y especial sujeción al mandato de los cuerpos orgánicos a los que pertenece. Como tal, es una respuesta ilegítima y cuyo objeto no es otro que intentar captar el ejercicio del derecho de huelga como falta reprochable y con ello pretende castigar ese ejercicio con la excusa del ámbito de desarrollo, la expectativa o trascendencia pública de la medida de acción, etc. 

Agrega que el acto administrativo tiene objeto prohibido y por tanto nulo, debiendo archivarse todas las actuaciones, haciendo reserva de las acciones que la ley de antidiscriminación y protectorias de la tutela sindical dispensan.

Por su parte, el Sr. Juan Alejandro Paz no presentó alegato sobre el mérito de la causa en relación al hecho que se le atribuía (fs. 314).
II) SEGUNDO HECHO:


a) Que en oportunidad de formular su descargo (fs. 343/345), el Sr. Walter Gustavo Alfonso Chilo, acompañado de sus abogados defensores, Dres. María Teresa Marconetto y Eugenio Biafore, negó el hecho atribuido.


Señala que el día diecisiete de junio de dos mil diez -como en las jornadas anteriores- la A.G.E.P.J. había determinado su programa de acción en forma específica para el ámbito de la Policía Judicial, notificando fehacientemente al T.S.J. de la realización de asambleas permanentes en el ámbito funcional de la Policía Judicial.


Relata que siendo delegado de personal, ese día participó de la asamblea referida que comenzó a desarrollarse en el hall de ingreso de la Base Operativa.


Que en la asamblea sea requirió -a pedido de los compañeros y atento las advertencias de la patronal- analizar las acordadas que había emitido el tribunal Superior de Justicia aplicable a sus dependientes. Que justamente tales acordadas estaban guardadas en un pen drive y que utilizó uno de las computadoras que habitualmente utiliza un compañero que estaba participando de la asamblea, para abrir las referidas acordadas y darlas a conocer para su análisis a la misma, no llevándole este actuar más de cinco minutos, no existiendo falta posible de atribuir.


Agrega que la Administración ha encontrado que con el hecho de abrir las acordadas que guardaba en un pen drive ha violado el deber de confianza, buen obrar y reserva, preguntándose cuál ha sido la reserva o confianza que vulneró al abrir las acordadas vigentes de T.S.J. en una computadora para su información en la asamblea celebrada en su lugar de trabajo. Se cuestiona si acaso la autoridad en realidad está presuponiendo, sin decirlo expresamente, que ese día al usar dicha computadora extrajo la información restringida que allí se guarda para fines personales. Señala que si tal es la acusación, la autoridad debiera decirlo expresamente para así poder ejercer su derecho de defensa, reiterando que no hay falta posible que le pueda ser imputada y solicita el archivo de las presentes actuaciones.


Luego destaca que desde que se desatara el conflicto colectivo entre la A.G.E.P.J. y el T.S.J., y su participación en todas las medidas de acción directas dispuestas por la asociación gremial del cual es delegado de personal en Policía Judicial, el presente es el tercer sumario administrativo consecutivo dentro de un lapso de tres meses, teniendo dos de ellos que ver con su actuación en las medidas de acción directa. 
Por ello, asevera que la empleadora está usando las facultades disciplinarias en forma impropia como un medio de operar contra el colectivo, ejerciendo intimidaciones individuales a los trabajadores que adhirieron a la medida de fuerza. Que en especial lo hace dirigiendo su actuar discriminatorio a los miembros elegidos por los propios compañeros para representarlos frente a la patronal y el propio sindicato que integra.


Por último destaca que es delegado gremial de la A.G.E.P.J. y que, como tal, goza de la tutela sindical prevista en la ley 23.551, por lo cual no puede ser despedido, ni suspendido ni podrán modificarse sus condiciones de trabajo, sin la previa exclusión de aquel amparo legal. Ofrece prueba documental-instrumental y testimonial.

b) Que obran en autos los siguientes elementos probatorios:


1) Prueba informativa - documental - instrumental: informe y constancias remitidas por el Jefe de Departamento de Recursos Humanos de la Dirección General de Policía Judicial, Daniel Contrera (fs. 329/331vta.); informe del Ing. Gustavo Guayanes (fs. 333/333vta.); legajo personal de Walter Gustavo Alfonso Chilo (fs. 337/339); informe de la Secretaria General de la A.G.E.P.J., Irina Satesteban, en el que se remite copia de expediente en donde se notifica al Ministerio de Trabajo sobre la toma de posesión del cargo de delegado gremial del Sr. Chilo (fs. 358/365vta.).

2) Prueba testimonial: se receptó declaración testimonial a las siguientes personas: 


Eduardo Ramón Gesurmino, Coordinador General en la Base Operativa de Policía Judicial, declaró que el día diecisiete de junio de dos mil diez se encontraba trabajando en dicha Base, mientras que en el hall de entrada se desarrollaba una Asamblea convocada por el Gremio. Que en un momento dado ingresó a la oficina el Dr. Berger y le preguntó qué hacía Chilo allí, a lo que respondió que no había advertido su presencia. Que seguidamente el Dr. Martín Berger invitó a retirarse a Chilo de la Base Operativa, extrayendo este último un pen drive que se encontraba puesto en el CPU de la máquina, procediendo a retirarse. Preguntado por la Instrucción para que diga si el Sr. Walter Chilo encontrándose adherido a medidas de fuerza podía estar dentro de la oficina de la Base Operativa, el testigo respondió que no, que si Chilo estaba de asamblea tendría que realizarla en espacios libres. Agregó que además no estaba de turno el Cuerpo Operativo Siete al cual corresponde Chilo. Preguntado por la Instrucción para que diga qué se encontraba haciendo el Sr. Chilo en la computadora dentro de la Base Operativa ese día diecisiete de junio de dos mil diez a las 17:45 horas aproximadamente y utilizando un pen drive, el testigo respondió que desconoce, pero que debido al sistema informático que tienen cargado las computadoras de Base Operativa, no es necesaria la utilización de un pen drive, por lo que supone que el Sr. Chilo le habría estado dando un uso personal a la computadora. Aclaró que sólo tienen acceso a la computadora aquellos agentes del Cuerpo Operativo que está de turno o de reserva y tienen que loguearse. Si no están de turno o en reserva, el mismo sistema informático los inhabilita a operar (salvo para ingresar a otros programas como Word o Internet si están habilitados). Relató que la información que contienen las máquinas de la Base Operativa, es básicamente el sistema informático integral en donde se cargan los datos que se reciben telefónicamente desde las distintas Unidades Judiciales, hasta completar lo que es protocolo de salida. Si hay que salir al lugar del hecho, al retornar a la Base se continúa cargando los datos recabados en el lugar y con ello se termina el protocolo de regreso. Ese protocolo ya completo, se imprime y luego pasa a formar parte de las carpetas técnicas (fs. 320/321).


Néstor Darío Gutiérrez, Secretario Científico de la Dirección General de Policía Judicial, señaló que las únicas personas que pueden permanecer en el recinto de Base Operativa son las del cuerpo operativo activo, agregando que esa tarde del diecisiete de junio estaba de guardia el Cuerpo Operativo Número Tres a cargo de la Sra. María Isabel Cobos. Aclaró que el personal adherido a medidas de fuerza no puede estar en la oficina donde funciona la Base Operativa (fs. 324/324vta.).


María Isabel Cobos, Jefa del Cuerpo Operativo Número Tres, relató que el día diecisiete de junio (de dos mil diez), entre las diecisiete y las dieciocho horas, bajó a la Base Operativa el Dr. Néstor Gutiérrez, solicitándole que subiera a la Dirección así descansaba un poco, atento que hacía desde las siete treinta horas (07:30) que la misma estaba trabajando sola debido a que los dos empleados que trabajan en el Cuerpo Operativo Tres (Carolina Meyer y Gustavo Palacios) habían abandonado sus puestos de trabajo para adherirse a la asamblea dispuesta por el Gremio y que se estaba llevando a cabo desde pasado el mediodía en el hall de ingreso a la Base Operativa. Que ante tal requerimiento, la compareciente le manifestó al Dr. Gutiérrez que no era necesario, que ya había pasado por situaciones similares y que estaba bien, pero ante la insistencia del Secretario Científico, la dicente accedió. Que cuando la misma subió a la Dirección General, en la oficina quedó sólo el Coordinador General Eduardo Gesurmino trabajando, pero que durante el tiempo que la asamblea se realizó, ingresaron varios agentes a la oficina, principalmente para ver un partido de fútbol que se llevaba a cabo en el marco del Campeonato Mundial. Que Gesurmino les solicitaba amablemente que se retiraran, pero estos hacían caso omiso y que eran numerosos. Agregó que cuando ella subió a la Dirección General, en forma inmediata bajaron a la Base Operativa el Dr. Gutiérrez y el Dr. Berger a los fines de colaborar o asistir al Sr. Gesurmino que se encontraba trabajando solo. Preguntada la testigo por la Instrucción para que diga si el Sr. Walter Chilo encontrándose adherido a medidas de fuerza podía estar dentro de la oficina de la Base Operativa, la deponente respondió que no porque no era la guardia de él. Que quien estaba de guardia era el Cuerpo Operativo Número Tres a cargo de la dicente, desde las siete treinta horas (07:30) hasta las veintiuna treinta horas (21:30). También relató que en la Base Operativa hay cuatro computadoras (dos al frente que son operadas por el asistente del coordinador y por el administrativo del consultorio de damnificados; otra en el medio que es manejada por el coordinador de cada cuerpo operativo, y otra correspondiente a la oficina de identificación de imputados). Hay una quinta máquina que es operada por Coordinador General Sr. Gesurmino, que está en la Base Operativa pero dividida de los otros escritorios. Refirió la testigo que en la computadora que está al frente y que es utilizada por el asistente del coordinador, es donde se receptan los hechos y se realizan los protocolos. Esta máquina también tiene acceso a Internet mediante una clave que todos los agentes integrantes de los cuerpos operativos tienen, estén de guardia o no. Que, en cambio, sólo pueden cargar datos al protocolo los agentes que integran el cuerpo operativo que esté de turno y el de reserva, de lo contrario, el sistema no les permite ingresar porque no coincide la habilitación horaria del cuerpo que está prestando servicios. En cuanto al resto de las computadoras, todas tienen básicamente la misma información y los mismos programas (fs. 325/325vta.).


Alejandro Fabián Castellani, Oficial Principal en la Sección Planimetría Legal de la Dirección General de Policía Judicial, manifestó que es delegado gremial por lo que ha compartido actividades con Chilo, quien es como si fuese el "archivo" porque guarda en su notebook o pen drive todo lo que ayuda a la gente del gremio a seguir adelante en su actividad de delegados (actas, memorandos, Estatuto de Policía Judicial, disposiciones de Policía Judicial, reglamentos, notas elevadas a distintas áreas, etc.). Con él llevan registro de todas las actividades realizadas. En razón de ello, a veces le solicitan a Chilo modelos o las propias disposiciones que él tiene guardado en su notebook o pen drive. Que supone, pero no tiene la seguridad, que ese día diecisiete de junio que se le atribuye a Chilo haber insertado el pen drive en la computadora de Base Operativa, la Asamblea le habrá solicitado a Chilo alguna información de la que él guarda en su pen drive, ya que fueron dos días muy activos en la cuestión de medidas de fuerza y había que solucionar problemas sobre la marcha de las Asambleas, y consultar toda la información que Chilo tiene para no cometer errores. Agregó que cualquier empleado de Policía Judicial que no esté de guardia, no puede ingresar a su configuración en las computadoras de Base Operativa, por lo que le llama la atención que Chilo pueda haber estado ingresando a su configuración, salvo que haya estado abierta la configuración de alguno de los agentes que se encontraban de guardia. Preguntado por la Instrucción para que diga si en caso de necesitar el Sr. Chilo ingresar a una computadora a los efectos de ver o bajar información del pen drive de su propiedad, cuenta en las instalaciones de Policía Judicial con algún otro ordenador al cual pueda haber echo uso sin recurrir a las computadoras situadas en la Base Operativa, responde el testigo que hay computadoras en todo Policía Judicial, algunas de las cuales tendrán la ranura para insertar pen drives y otras quizás no. También relató el testigo que las puertas de acceso a la Base Operativa se encontraban abiertas por lo que había libre paso por la misma y cualquiera que quisiera ingresar al resto de las dependencias (consultorios médicos, baños, etc...) lo podía hacer puesto que es un paso obligado a dichos lugares (fs. 350/351).


Ana Carolina Elizabeth Meyer, Escribiente con funciones en el Cuerpo Operativo Número Tres, declaró que el día diecisiete de junio de dos mil diez, ingresó a trabajar a las 07:30 horas y le tocaba prestar servicios hasta las 21:00 horas. Que ese día alrededor de las ocho y media o nueve de la mañana se dispuso la realización de una asamblea permanente. Que la dicente se fue y le comunicó esto a su Jefa -Mary Cobos- y se quedó con sus compañeros en la Asamblea. Que estaban todos dispersos entre lo que es la Base Operativa y el hall de ingreso a la misma, razón por la que la deponente ingresaba por momentos a la oficina de Base Operativa, sin prestar servicios ese día. Que siendo alrededor de las 17:10 horas, ingresó a dicha oficina para descansar un rato del ruido de la asamblea, observando que Chilo se encontraba sentado en el escritorio del lado, al tiempo que escuchaba que decían algo como que él estaba buscando una Acordada para discutirla en la asamblea. Que la dicente nunca vio que Chilo tuviera un pen drive, pero que sí estaba buscando información relativa a alguna Acordada. Que Walter Chilo no podía sacar ninguna otra información de esa computadora, puesto que el sistema estaba habilitado sólo para que ingresara el personal correspondiente al Cuerpo Operativo Tres que estaba de turno, y Chilo pertenece al Cuerpo Operativo Siete. Que la máquina en la que estaba sentado Chilo se sienta su compañero Gustavo Palacios, desconociendo la testigo dónde se encontraba en ese momento Palacios, pero que sabe que estaba adherido a la Asamblea que se estaba desarrollando. Que antes de las 18:00 horas ingresó el Dr. Berger a la Base Operativa, preguntándole a la dicente y a Chilo si estaban de Asamblea, a lo cual ambos contestaron que sí, pidiéndoles Berger que se retiraran de la Oficina, lo que así hicieron los dos (fs. 367/367vta.).


Gustavo Palacios, Oficial con funciones en el Cuerpo Operativo Número Tres de Base Operativa de Policía Judicial, manifestó que se adhirió a la Asamblea Permanente celebrada el día diecisiete de junio de dos mil diez. Que volvió a la oficina de dicha Base para informarle a la Coordinadora Sra. Mary Cobos que se plegaría a la medida, verificando que la máquina en la que él trabaja estuviera sin loguear y se retiró, quedando encendida, no retornando más a la oficina. Que el Sr. Walter Chilo vino por la tarde para unirse al grupo que realizaba la Asamblea, no recordando el horario pero que fue antes de las 17:30 horas. Que la misma se desarrollaba en el hall de ingreso a la oficina donde funciona la Base Operativa, de donde entraba y salía gente, por eso no le llamaría la atención al deponente que Chilo ingresara a la misma, la que es paso obligado por ejemplo para ir al baño (que está al fondo) o para calentar agua en la cocina que está al lado del baño, o también pasa gente de medicina, de clínica y hospitales y los agentes que integran la guardia pasiva. Además por allí ingresan los técnicos que entran y salen. La oficina de Base Operativa es como una oficina de tránsito, por lo que siempre hay mucha gente y no sólo los que están de guardia, sino que permanentemente hay más de doce o trece personas en total, que van y vienen por ese sector. Agregó que, concretamente, ese día el dicente no vio ingresar a Walter Chilo a la Base Operativa. Que el dicente estaba en la Asamblea y le llamó la atención que vio bajar al Dr. Berger alrededor de las cinco o seis de la tarde, muy decidido, entrando a la Base Operativa -que estaba con las puertas abiertas- y allí sí el compareciente alcanzó a ver a Chilo sentado en la computadora que utiliza el deponente para trabajar, sin poder ver qué estaba realizando allí. Preguntado el testigo por la Instrucción para que diga si él ha visto archivos informáticos de uso personal o conteniendo Acordadas del T.S.J. o cualquier otra normativa vinculada a medidas de fuerza en la computadora que utiliza (ello en atención que el testigo utiliza la misma máquina que el Sr. Chilo cuando trabaja), el deponente respondió que no. Preguntado el testigo para que diga si en caso de necesitar el Sr. Chilo ingresar a una computadora a los efectos de ver o bajar información de un pen drive de su propiedad, cuenta en las instalaciones de Policía Judicial con algún otro ordenador al cual pueda haber hecho uso sin recurrir a las computadoras situadas en la Base Operativa, el testigo respondió que sí, que en todas las oficinas había computadoras donde acceder (fs. 368/369).


Leonardo Fernando Rodríguez, Oficial Principal de la Sección Huellas y Rastros de Policía Judicial, relató que estuvo participando de la Asamblea realizada desde la mañana hasta la noche, no teniendo conocimiento respecto del hecho enrostrado a Chilo. Recordó haber visto al Sr. Chilo en la Asamblea pero no recuerda si lo vio o no en las oficinas de Base Operativa. Agregó que la misma es un lugar de paso, una oficina abierta que tiene otras oficinas y es paso para ir al baño o a la cocina. Que ese día diecisiete de junio había mucha gente en la oficina de Base Operativa porque había un partido de fútbol del Mundial (fs. 375/375vta.).


Ramón Héctor Carreras, Oficial Mayor con funciones en la Sección Huellas y Rastros de Policía Judicial, declaró que el día de la Asamblea, en horas de la tarde, él se encontraba reunido junto a otras personas en la salida de la oficina donde funciona la Unidad Operativa y que había varios compañeros que estaban viendo un partido de fútbol del Mundial dentro de dicha dependencia. Que había alrededor de veinte personas dentro y la puerta totalmente abierta. Que en un momento bajó el Dr. Berger quien conminó a todos los allí presentes a retirarse, no recordando si entre ellos se encontraba el Sr. Walter Chilo. Agregó que es habitual que haya gente en esa oficina, puesto que no es un paso vedado sino un lugar de tránsito para técnicos y compañeros en general, no abierta al público. Preguntado por la Instrucción para que dijera si un agente que no está de guardia tiene acceso a algún otro programa informático o a Internet desde las computadoras de la Base Operativa, el testigo respondió que para operar el sistema tiene que estar logueado y sólo pueden hacerlo quienes están de guardia. Manifestó desconocer respecto del resto de los programas informáticos (fs. 380/380vta.).


Pablo Eugenio Olmedo, Oficial Principal con funciones en Planimetría Legal, relató que el día diecisiete de junio de dos mil diez, al mediodía, comenzó en el plano de la protesta gremial que llevaban adelante, un proceso de ocupación en zonas aledañas a la Base Operativa y en la misma. Que la protesta fue de magnitud y eran muchos los operadores que se encontraban presentes, quizás más de cien. En cuanto a la restricción del tránsito en la zona de Base Operativa, manifestó que la misma no es tal, primero porque es el área de mayor nivel de tránsito de toda Policía Judicial precisamente porque es la Unidad Operativa, y segundo, porque trabajan además del personal de Base Operativa, los fotógrafos de los imputados, los médicos del consultorio de imputados y damnificados, toda la Sección Clínica y Hospitales, todos los choferes que estén de servicio en ese momento, y que hay una sola puerta de ingreso a la Unidad Operativa en donde trabajan treinta o cuarenta personas. Que nunca existió control ni restricción alguna sobre el tráfico en esa Sección, ni tampoco normativa al respecto, ya que sería ilógico imponer restricciones de tal tenor. Que ese día diecisiete por la tarde, la Asamblea decidió permanecer a la espera de novedades respecto a la reestructuración de Policía Judicial, y se encontraban en estado deliberativo. Expresó que a la Base Operativa entraba cualquier cantidad de gente, en donde incluso está la cocina donde se hicieron de comer para todos. Que permanentemente hay un tránsito incesante. Señaló que también vio al Sr. Walter Chilo, a quien ese día solicitó que leyera de su pendrive información relacionada a sus derechos a Asamblea y libertad sindical en general. Que Chilo insertó el pen drive en una computadora de Base Operativa y por una ventana que hay en dicha Unidad, les leía a los presentes la normativa respectiva. Que esto puede haber ocurrido a media tarde. Que había tensión porque ese día habían notificado el Acuerdo Nro. 1009 que disponía ceder a restricciones al Derecho de Asamblea de Policía Judicial, razón por la que se estaba intentando esclarecer a los compañeros que permanecieran en la Asamblea pacíficamente porque no estaban infringiendo la normativa a nivel nacional, que se contradecía con el referido Acuerdo N° 1009. Por último, quiere aclarar el testigo que incluso el espacio donde funciona la Base Operativa, quedó desierto o liberado y que no había trabajadores ocupando sus puestos de trabajo, por lo que no se entorpeció el trabajo de nadie, y no porque los que se encontraban con medidas de fuerza hubieran bloqueado el ingreso. Que quienes debían trabajar ese día en Base Operativa, se fueron a otros lados, vgr. Tribunales II. No había ni llamadas telefónicas. En cuanto al desempeño del Sr. Walter Chilo, refirió que el mismo es excelente, que conoce muy bien su tarea y trabaja más de lo que le corresponde (fs. 395/396).


María del Rosario Valiente, Oficial con funciones en la Oficina de Audio Legal de Secretaría Científica de Policía Judicial, refirió que a Walter Chilo lo conoce desde que ingresó la dicente en el año mil novecientos noventa y nueve, siendo actualmente ambos delegados gremiales. Relató que el día diecisiete de junio de dos mil diez, se encontraban realizando una Asamblea, aclarando que ya venían con Asambleas de dos horas por turno, luego cuatro horas y así se iban incrementando. Refirió que la Asamblea se prorrogó en el tiempo, permaneciendo todo el día en el área de base operativa que es un paso obligado a muchos sectores, que es como un hall de distribución con acceso al área fotografía, a la cocina, baños, consultorios y sector de médicos, siendo un lugar muy transitado. Recordó que en un momento -a media tarde- en que ella salía de la cocina, no vio si Chilo estaba con un pen drive o no, pero sí recuerda haber visto al Dr. Berger dentro de la Base Operativa y que estaba corriendo a quienes se encontraban allí, molestando a la dicente esta actitud porque era atentatoria de la libertad sindical. Que en ese momento, en Base Operativa, se encontraban presentes Walter Chilo, Carolina Meyer, cree que Gustavo Palacios, entre otros, que no puede determinar un número, pero que eran bastantes. Relató que el pen drive del Sr. Chilo contiene toda la legislación que necesitan como delegados sindicales. Que en la época del conflicto, permanentemente les invocaban Acuerdos o notificaciones de las cuales no tenían conocimiento, para lo cual Walter era fundamental porque era el poseedor de toda esa información. Que los delegados le consultaban todo a Chilo, y que las asambleas realizadas eran incluso asambleas de información respecto de la normativa antedicha  (fs. 400/400vta.).


Sandra Leticia Martínez, Oficial Auxiliar en el Área de Arquitectura y Mantenimiento de Policía Judicial y también delegada gremial, declaró que si bien no vio a Chilo operando una computadora, sí escuchó que se hablaba sobre el tema de las "guardias mínimas" y las respectivas Acordadas, preguntando Pablo Olmedo quién tenía los textos legales porque necesitaban contar con el texto de una Acordada del Tribunal Superior sobre las guardias mínimas. Supuso la dicente que Walter Chilo la habrá tenido guardada en su pen drive y que por tal razón habrá ingresado a la computadora de Base Operativa, pero aclaró que nunca lo vio en la computadora ni trayendo la información que refiere (fs. 404/404vta.).


Irina Santesteban, Secretaria General del Gremio del Poder Judicial, declaró que el día diecisiete de junio de dos mil diez estuvo en la Asamblea de Policía Judicial, aunque no recuerda si estuvo a las 17:45 horas. Aclaró que habitualmente los compañeros de Policía Judicial utilizan las computadoras sin necesidad de pedir autorización expresa a su superior jerárquico, y seguramente Walter Chilo habrá estado utilizando alguna información que tenía guardada en su computadora de Base Operativa, por ejemplo el Acuerdo Número 1009 que había sido dictado en esos días previos y que se vinculaba con el conflicto que se estaba desarrollando. Manifestó que si bien no trabajó con el Sr. Chilo, de acuerdo a comentarios que le han hecho tanto compañeros como jefes de Policía Judicial, Walter es un compañero responsable y que asume la responsabilidad que le corresponde con mucho esmero. Que es una persona que demuestra sensibilidad, se preocupa por las víctimas cuando les toca asistirlas y debe lidiar con hechos muy difíciles, demostrando siempre contención hacia aquellas personas que le toca asistir, además de preocuparse por las condiciones laborales de sus propios compañeros. Por último, expresó que en momentos de conflictos gremiales como los acaecidos el año pasado -refiriéndose al año dos mil diez-, en donde los ánimos están exacerbados y hay asambleas permanentemente, las facultades disciplinarias del Alto Cuerpo deben ser aplicadas teniendo en cuenta el caso en concreto, creyendo la deponente que no puede ser sancionado un empleado por estar usando una computadora sin pedir autorización de su superior jerárquico, siendo que existía un conflicto generalizado y grave (fs. 408/408vta.).

c) Que al momento de efectuar el alegato sobre el mérito de la causa (fs. 411/415), la defensa aduce que ha quedado acreditado con la documental incorporada en autos y las declaraciones testimoniales que el día diecisiete de junio de dos mil diez -como en las jornadas anteriores- la A.G.E.P.J. había determinado su programa de acción en forma específica para el ámbito de la Policía Judicial, notificando fehacientemente al T.S.J. de la realización de asambleas permanentes en el ámbito funcional de la Policía Judicial. Refiere que Chilo también es delegado de personal y que el día diecisiete de junio de dos mil diez participó de la asamblea referida que comenzó a desarrollarse en el hall de ingreso de la Base Operativa. 


Señala que ha quedado acreditado que en la asamblea se requirió, a pedido de los compañeros y atento las advertencias de la patronal, analizar las acordadas que había emitido el Tribunal Superior de Justicia aplicable a sus dependientes, las que justamente estaban guardadas en un pen drive. Que por ello el sumariado utilizó una de las computadoras que habitualmente utiliza un compañero que estaba participando de la asamblea para abrir las referidas acordadas y darlas a conocer para su análisis a la misma. En aval de lo dicho, reproduce fragmentos de las declaraciones testimoniales de los agentes judiciales Alejandro Castellani, Gustavo Palacios, Fernando Rodríguez, Rosario Valiente, Pablo Olmedo, Sandra Martínez, Carolina Meyer e Irina Santesteban.


Afirma que también ha quedado acreditado que la Base Operativa no es una oficina cerrada y de acceso restringido, sino que muy por el contrario, es un paso obligado a la cocina, baños y consultorios. En tal sentido, cita -en la parte pertinente- los dichos de los testigos Castellani, Palacios, Rodríguez, Ramón Héctor Carreras, Olmedo y Valiente.


Asevera que no ha existido riesgo alguno en la utilización de un pen drive en la computadora, por cuanto el sumariado nunca pudo tener acceso al sistema operativo atento a que no estaba de guardia. Que el propio Eduardo Ramón Gesurmino declaró que sólo tienen acceso a las computadoras de Base Operativa aquellos agentes que están de turno y tienen que loguearse, y que si un agente no está de turno el mismo sistema informático lo inhabilita a operar. Reproduce las declaraciones de los testigos Cobos, Castellani, Meyer y Rodríguez en la misma línea y agrega los dichos de Palacios quien declaró que al plegarse a la asamblea permanente el día diecisiete de junio de dos mil diez, verificó que la computadora en la que él trabaja (que es la que utilizó el sumariado para insertar el pen drive) estuviera sin loguear y se retiró dejando la computadora encendida. Añade finalmente que Pablo Olmedo resaltó que en ningún momento Chilo bajó información a su pen drive, sino que se limitó a leer a los compañeros la normativa que guardaba en el mismo.


Destaca que estamos ante un sumariado que no tiene en su legajo personal ninguna sanción disciplinaria y que, por el contrario, tiene un excelente desempeño laboral, acreditándolo así los testigos Castellani, Meyer, Palacios, Rodríguez, Olmedo, Valiente, Martínez y Santesteban, a la vez que transcribe el concepto que tienen los nombrados en relación al Sr. Chilo.


Señala que el presente sumario administrativo fija como hecho punible que en lugar de estar presente en la asamblea como delegado de personal, Chilo se encontraba usando indebidamente una computadora de la Base Operativa, poniendo en riesgo la información en ella almacenada al enchufarle un pen drive. Refiere que, por el contrario, ha quedado acreditado que Chilo se encontraba participando de la asamblea, que en la misma se le pidió que leyera las acordadas del T.S.J. y demás normativa referida a la conflictiva, y que por ello utilizó una computadora de Base Operativa, atento la asamblea se desarrollaba en el hall de ingreso, leyendo las disposiciones referidas desde su pen drive. Agrega que dicho actuar no puso en peligro información alguna de la computadora, puesto que la misma se encontraba sin loguear y Chilo no podía hacerlo atento no encontrarse de turno, impidiéndoselo el mismo sistema.


Resalta que desde que se desatara el conflicto colectivo entre la A.G.E.P.J. y el T.S.J., el presente es el tercer sumario administrativo consecutivo dentro de un lapso de tres meses, dos de los cuales tienen que ver con su actuación en las medidas de acción directa. Reitera que la empleadora está usando las facultades disciplinarias en forma impropia como un medio de operar contra el colectivo, ejerciendo intimidaciones individuales a los trabajadores que adhirieron a la medida de fuerza. Que en especial lo hace dirigiendo su actuar discriminatorio a los miembros elegidos por los propios compañeros para representarlos frente a la patronal y el propio sindicato.


Solicita el archivo de las actuaciones y recuerda la calidad de delegado gremial de Chilo y la tutela sindical que lo enviste.
III) TERCER HECHO:


a) Que en oportunidad de formular su descargo (fs. 483/484), el Sr. Walter Gustavo Alfonso Chilo, acompañado de sus abogados defensores, Dres. María Teresa Marconetto y Eugenio Biafore, negó el hecho atribuido.


Indica que el día veintinueve de junio de dos mil diez entre las 21:00 y 22:00 horas se hace presente en el edificio de la Dirección de Policía Judicial, el Sr. Sergio Zabala, oficial de la Policía de la Provincia de Córdoba, quien portaba una caja de seguridad, exhibiendo una denuncia penal formulada ese mismo día ante la Mesa de Atención Permanente de Tribunales II, y solicitando preservar una posible evidencia de un delito penal en carácter de urgente.


Explica que, por ello y a los fines de salvaguardar los elementos de prueba que se pudieran obtener de la caja de seguridad, para evitar que se perdieran y con ello frustraren una investigación penal, se dirigió con la misma a la Sección Huellas y Rastros solicitando se peritara.


Aclara que en ningún momento lo hizo como si se tratara de un favor personal, ni mucho menos como si lo fuera para un amigo, ni induciendo en error a ningún agente, ya que expuso la situación tal y como la refiere en el presente descargo.


Expone que es práctica habitual entre los agentes de Policía Judicial dar prioridad a la conservación de la prueba de manera oficiosa, con el fin de preservar los elementos de prueba de posibles hechos delictivos, corroborando que se hubiere efectuado denuncia penal, tal como había ocurrido en esta oportunidad. Que en el caso, actuó de esa forma, intentando preservar un elemento de prueba relevante cual es la extracción de huellas digitales de un objeto que aparentemente había sido objeto de delito, insistiendo en que en ningún momento intentó inducir en error alguno a la agente Bustos, ni abusó de su confianza, solicitando, por todo lo dicho, el archivo de las actuaciones sumariales.


Señala que es delegado de personal de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial con mandato vigente. Que en su carácter de delegado de personal, goza de la tutela sindical para ejercer su función prevista en la ley 23.551, por la cual no puede ser despedido, ni suspendido, ni podrán modificarse sus condiciones de trabajo, si no mediare resolución judicial previa que lo excluya de la garantía conforme al procedimiento establecido en el artículo 47 de la referida ley. Que por lo tanto, según la legislación vigente, previo a imponerle sanción alguna, se debe intentar el procedimiento previo de exclusión de la tutela sindical. Que hace reserva de iniciar la acción tutelar de la ley 23.551, para el caso que no se disponga el archivo del presente o se abra la acción de exclusión de la tutela sindical impuesta por la ley.


b) Que obran en autos los siguientes elementos probatorios:


1) Prueba informativa - documental - instrumental: informe del Encargado de la División Procesamiento de las Telecomunicaciones, Miguel Robles, (fs. 421/421vta.); informe relativo a la integración de los Cuerpos Operativos (fs. 426); copia auténtica de planillas de asistencia del personal de Secretaría Científica del día 29/6/2010 (fs. 427/446); copia auténtica del legajo personal de Walter Gustavo Alfonso Chilo (447/451); copia auténtica del legajo personal de Tomasa Marina Bustos (fs. 452/457); copia auténtica del legajo personal de Luis Darío Moriconi (fs. 458/460); informe del Jefe del Departamento Recursos Humanos, Daniel J. Contrera (fs. 461); Acta de secuestro de plaqueta de vidrio (fs. 463/463vta.); informe de Luis Darío Moriconi (fs. 464); informe de Tomasa Marina Bustos (fs. 465); informe del Encargado del Departamento de Comunicaciones, Investigaciones y Desarrollo de Sistemas, Ing. Gustavo Guayanes (fs. 469); informe de cooperaciones técnicas ingresadas durante el día 29/6/2010 (fs. 470); planillas de estado de cooperaciones técnicas (fs. 471/480); listado de cooperaciones técnicas ingresadas el día 29/6/2010 (fs. 481); informe del Jefe de la Sección de Huellas y Rastros, Sergio Osvaldo Ferreyra (fs. 494); fotocopias del libro de registros de informes de rastros nro. 26 fs. 271/277 (fs. 495/498); informe del Fiscal de Instrucción Distrito Uno Turno Dos, Dr. Gustavo Sandoval Cevallos, en relación a denuncia efectuada en esa Fiscalía (fs. 508/508vta.); certificado en el que se da cuenta que no se solicitó cooperación técnica alguna en la denuncia antes mencionada (fs. 509); informe de la Secretaria General de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial (A.G.E.P.J.), Irina Santesteban, donde informa que Walter Chilo fue elegido delegado de Policía Judicial en la Sección Secretaría Científica en los comicios de fecha veintidós de junio de dos mil nueve (fs. 523); copias aportadas por la Secretaria General de la A.G.E.P.J. relativas a la presentación ante el Poder Judicial del Acta Nro. Ocho de la Junta Electoral en donde se proclaman los delegados de capital elegidos en las elecciones de junio de dos mil nueve (fs. 529/535); factura de la empresa MOVISTAR pertenecientes al teléfono celular nro. 351 3667799, titular Tomasa Marina Bustos (fs. 555/557); copia de la denuncia efectuada por Sergio Zabala en la Mesa de Atención Permanente de Tribunales II (fs. 574); copia auténtica de los autos caratulados “Denuncia formulada por Zabala Sergio” (DEN-093/2010) expte. nro. 249699 (fs. 591/599); informe de apoderada de MOVISTAR (fs. 601).


2) Prueba testimonial: se receptó declaración testimonial a las siguientes personas: 


Jorge Daniel González, empleado policial con jerarquía de Oficial Principal, quien manifestó que el día veintinueve de junio de dos mil diez, en circunstancias en que cumplía turno como oficial de control del personal policial afectado a la Dirección de Policía Judicial, siendo las 20:30 hs. efectuaba un recorrido por el edificio controlando los puestos. Que cuando transitaba por el primer entrepiso a la altura de la escalera de la Unidad Operativa, advirtió la presencia de quien conoce es el abogado Zeverín, del cual no sabe su nombre de pila. Que el Dr. Zeverín se encontraba acompañado por una persona de sexo masculino, a quien el dicente nunca había visto, de aproximadamente treinta y cinco ó cuarenta años de edad, pelo corto color castaño claro, vestido con un saco color marrón y de estatura más baja que Zeverín. Que la presencia del abogado no le pareció extraña por cuanto es frecuente encontrar a letrados acompañando a damnificados que deben concurrir a la Unidad Operativa, pensando que quien lo acompañaba era su cliente. Expresó que cuando los vió, ambos se acercaron a la barandilla de la Unidad Operativa quedando de espaldas al dicente y hablaron con una persona a quien no pudo ver, por cuanto ambos obstruían su visual. Agregó que en el transcurso de la tarde vió al Sr. Chilo en el interior de la Unidad Operativa sentado en el escritorio que da hacia la barandilla. Aclaró que no vió al Dr. Zeverín subir a los pisos superiores, ni que él ni su acompañante llevaran algún papel o elemento en sus manos, y que se veía al Dr. Zeverín apurado, como de costumbre (466/467).

Gustavo José Guayanes, Ingeniero, Prosecretario administrativo encargado del Departamento de Comunicaciones, Investigaciones y Desarrollo de Sistemas de la Dirección de Policía Judicial desde el año mil novecientos noventa y nueve, quien declaró, al ser preguntado por la Instrucción para que describiera cómo se procedía en caso de que se solicitara colaboración de cualquier oficina de Policía Judicial en relación a algún sumario o causa, que el órgano judicial solicitaba dicha colaboración a través de una orden inserta en un oficio, que al llegar a Policía Judicial se le otorgaba un número de cooperación técnica y se llevaba el oficio, y en caso de elemento a analizar este también, a la sección que corresponde, llegando a la oficina ambas cosas al mismo tiempo. Que también podía ocurrir que el mismo técnico que acudió al llamado yendo al lugar del hecho llevara el elemento a analizar por previa orden de la autoridad judicial interviniente, de la cual dejaba constancia el técnico al presentar el elemento. Que, asimismo, podía darse la situación que desde una Unidad Judicial se solicitara vía telefónica la colaboración de los equipos técnicos en el lugar del hecho, pero esto sólo en determinados casos donde había premura (fs. 484/484vta.).

Tomasa Marina Bustos, Escribiente Mayor, agente de la Sección Huellas y Rastros de la Dirección de Policía Judicial, siendo su función técnico en dactiloscopía, al ser preguntada por la Instrucción para que dijera cuál era la empresa que le prestaba servicio en el número 153-667799, dijo que MOVISTAR. Asimismo, otorgó autorización a la Instrucción para la realización de pedido de sábana, intervención y de toda información necesaria que pudiera surgir de su teléfono a fin de esclarecer el hecho objeto de las presentes (fs. 493). En otra oportunidad, se le exhibió a la testigo el informe obrante a fs. 46 (actual fs. 465) de las actuaciones a fin de que ratificara o rectificara su contenido y reconociera o no la firma inserta al pie como suya, ratificando el contenido del informe y reconociendo la firma inserta al pie como suya. Respecto al informe agregó que cuando recibió la llamada telefónica de Chilo se encontraba en un bar ubicado al frente del edificio de Policía Judicial tomando un café con Miguel Robles, compañero de trabajo. Que cuando Chilo le pidió un favor, ella interpretó que el favor era que levantara las huellas rápidamente para desocupar a su amigo, y no que actuara sin número de cooperación técnica. Que incluso Chilo manifestó, tanto al llegar a la Sección como al retirarse, que enseguida le daría ingreso al pedido y un número de cooperación técnica. Que en esos momentos en la Sección estaban presentes Elio Silva (Guardia nro. 7), Armando Quiroga (Guardia nro. 1) y Hugo Rodríguez (Guardia nro. 1), además de Luis Moriconi. Que al día siguiente tomó conocimiento de que supuestamente la caja era del Dr. Severín. Preguntada la testigo por la Instrucción para que dijera cómo era el procedimiento por el cual se solicitaba la intervención de la Sección, relató que el material para peritar en la sección era traído por personal policial, que primero ingresaba por la Unidad Operativa donde le otorgaban un número de cooperación que se anotaba en el oficio que va junto con el objeto a peritar y ambos eran trasladados por el personal policial a la Sección donde se levantaba el rastro. Preguntada la testigo por la Instrucción para que dijera qué ocurría si llegaba material a la Sección sin la orden escrita y sin número de cooperación, manifestó que si el personal policial llevaba el objeto sin orden escrita y sin número de cooperación, se lo rechazaba, no se recibía el material y se le solicitaba a la persona que presentara el oficio con el número de cooperación correspondiente. Aclaró, además, que era importante que estuviera el número de cooperación porque de lo contrario no se podía cargar el pedido en el sistema, ni darle ingreso en el libro y no había a quién dirigir el informe. Preguntada por la defensa para que dijera cuál era el rol de Chilo, dijo que era el asistente del Coordinador de la Guardia Operativa nro. 7, originándose desde esa Unidad Operativa donde cumple funciones, los números de cooperación técnica. Preguntada por la defensa para que dijera, según su experiencia, si se habían realizado tareas sin número de cooperación en relación al material para peritar en Sección, declaró que a ella no le pasó nunca. Preguntada por la defensa para que dijera si conocía si a otros compañeros les había ocurrido, dijo que no sabía de ningún caso (fs. 566/566vta.).

Esteban Aníbal Oviedo, Oficial Auxiliar, agente de la Sección Huellas y Rastros desde mil novecientos noventa y nueve, declaró que el día veintinueve de junio de dos mil diez se encontraba de turno en el horario de 15:00 a 23:00 hs. en la Sección Huellas y Rastros de Policía Judicial. Que siendo las 20:30 ó 21:00 hs. aproximadamente, en circunstancias en que pasaba por la Unidad Operativa ubicada en el edificio de Policía Judicial, observó en la puerta de dicha dependencia a Walter Chilo junto a una persona de sexo masculino de unos cuarenta y cinco años aproximadamente, de quien sabía que era o había sido policía por haberlo visto un par de veces en la Central de Policía cuando él trabajaba como comisionado policial. Agregó que esta persona tenía un paquete debajo del brazo, el cual se encontraba envuelto, si bien no recordaba si en diario o cartón o algo por el estilo. Que el mismo era de forma rectangular de aproximadamente 40 x 30 cm., pero no sabía qué era. Expresó que tal situación no le llamó la atención porque era habitual ver a personal policial comisionado que llevaba material para peritar. Que sólo en casos muy urgentes y graves, como por ejemplo un homicidio, se peritaba el material cuando este era llevado sin la debida solicitud escrita, la cual debía ser presentada posteriormente lo antes posible. Respecto del suceso que nos ocupa, dijo que a los dos días se enteró de lo ocurrido, que tomó conocimiento de que el material llegó a la Sección sin pedido de análisis y que se le solicitó al portador del elemento que lo presentara en breve, siendo la agente Marina Bustos quien levantó esos rastros. Preguntado por la Instrucción acerca de cómo era el procedimiento habitual en relación al levantamiento de los rastros y posterior análisis cuando el material llegaba a la Sección sin la orden escrita, señaló que habitualmente en los casos en que llegaba el material sin el pedido de análisis, se procedía en primer lugar a levantar los rastros y devolver el material al portador, luego se le solicitaba que por favor hiciera llegar el pedido lo antes posible, mientras tanto se iban analizando los rastros a fin de saber si tenían utilidad o no. En caso de que no la tuvieran no hay posterior análisis que se pudiera realizar, en caso de que sí tuvieran utilidad se llamaba a la Unidad Judicial correspondiente a fin de solicitar el pedido formal de análisis para poder proceder con el mismo, quedando el rastro levantado en resguardo hasta tanto, y dar por finalizada la intervención de la Sección (fs. 515/515vta.).

Miguel Héctor Juárez, Oficial Principal, agente de la Sección Huellas y Rastros desde el año dos mil cuatro, relató que el día veintinueve de junio del año dos mil diez, se encontraba de guardia pasiva en el horario de 7:30 a 21:30 hs. Que siendo pasadas las 20:30 hs., en circunstancias en que ingresaba al edificio de la Dirección de Policía Judicial y pasaba por la puerta de la Unidad Operativa, observó allí a Walter Chilo junto a un policía de apellido Zabala de unos cuarenta y tres ó cuarenta y cuatro años de edad aproximadamente, quien estaba vestido de civil. Que conoce a este policía de la Escuela de Policía, porque eran compañeros, si bien Zabala era un año menor. Que saludó y se quedó charlando con Chilo unos momentos y luego se dirigió a la Sección Huellas y Rastros. Que tal presencia no le pareció extraña dado que siempre hay personal policial en el edificio. Recordó que tomó conocimiento de lo ocurrido a los tres días aproximadamente cuando retornó a su siguiente guardia. Que se comentó que Chilo había llevado un material a peritar y que no tenía número de cooperación. Preguntado por la Instrucción si alguno de los individuos tenía un paquete en las manos, dijo que podía ser, pero que no recordaba con precisión, puesto que no se fijó puntualmente en ello. Preguntado por la Instrucción acerca de cómo era el procedimiento habitual en relación al levantamiento de los rastros y posterior análisis cuando el material llegaba a la Sección sin la orden escrita, sin número de cooperación, manifestó que en general no se trabajaba el elemento sin el pedido formal, pero a veces, teniendo en cuenta que el portador del mismo desconocía el procedimiento, se comenzaba el trabajo quedando pendiente la presentación del pedido y solicitud de número de cooperación técnica. Que en ese caso solía ocurrir que debían llamar a la comisaría o unidad judicial a fin de solicitar se completara el trámite, para que pudiera salir el resultado de ese análisis porque si no tenía ingreso (la solicitud) no podía tener salida. Preguntado cómo era el procedimiento habitual en relación a la solicitud de intervención de la Sección, apuntó que cuando llegaba la persona con el material a peritar, primero se dirigía a la Base Operativa a fin de que se le otorgara número de cooperación técnica. Allí debía presentar el pedido formal de solicitud de análisis para obtener dicho número. Luego, con el número ya concedido se dirigía a la Sección Huellas y Rastros con el elemento y generalmente una copia del pedido de análisis. Indicó que lo que le interesa a los técnicos es que esté el número de cooperación técnica ya que si está el número significa que se presentó el pedido formal en la Base Operativa. Puede pasar que la persona llegara a la Sección sólo con el material y suele suponerse que si llegó hasta el primer piso donde funciona Huellas y Rastros, ya pasó por la Base Operativa, aunque cuando ello no era así se generaba un problema. Allí se levantaban los rastros, se devolvía el material y se seguía el análisis por el técnico que intervino hasta darle salida (516/516vta.).

Pablo Eugenio Olmedo, Oficial Principal, agente de la Sección Planimetría Legal desde mil novecientos noventa y uno, declaró que no recordaba si el día veintinueve de junio de dos mil diez estaba prestando servicios en el horario en que ocurrió el hecho que nos ocupa. Manifestó que tomó conocimiento de lo ocurrido por rumores, agregando que conocía a Chilo sobretodo por su actividad gremial, que no era amigo ni ha sido compañero de guardia, sólo conocido, y que tenía de él un buen concepto (fs. 521).


Ramón Héctor Carreras, Oficial Mayor, agente de la Sección Huellas y Rastros hace treinta y dos años, declaró en relación al hecho que no estaba presente en ese momento ya que no se encontraba prestando servicios ese día en ese horario. Que tanto por Chilo como por otros compañeros se enteró de lo ocurrido. Que el día en cuestión Chilo se había acercado a la Sección Huellas y Rastros y solicitó una colaboración sin existir supuestamente orden. Aclaró que creía que Chilo había obrado de esta manera en resguardo de la prueba. Preguntado por la defensa si solía suceder que en casos urgentes se hiciera un análisis sobre algún elemento para preservar una posible prueba sin una orden judicial escrita, dijo que solía pasar por ejemplo en los accidentes de tránsito, en momentos en que el equipo técnico se encuentra en las inmediaciones del mismo por razones de buen servicio, que actuaran sin orden escrita del juez dada la urgencia del caso, también en caso de robo. Seguidamente, indicó que el trámite normal y corriente era el siguiente, llegaba una persona a la Sección con un elemento para analizar y una nota de remisión y la carga en sistema previo que se hace en la unidad operativa. Que al realizar algún trabajo en la calle se sale con un protocolo, no se hace la carga en el sistema previamente. Preguntado por la defensa para que dijera qué concepto funcional le merece Chilo, manifestó que es buen trabajador y comprometido lo cual lo ha llevado a tener inconvenientes como este (fs. 537/537vta.).


Luis Darío Moriconi, Escribiente, agente de la Sección Huellas y Rastros, quien, en ocasión de serle exhibido el informe obrante a fs. 45 (actual fs. 567) de las actuaciones a fin de que ratificara o rectificara su contenido y reconociera o no la firma inserta al pie como suya, ratificó el contenido del informe y reconoció la firma inserta al pie como suya. Preguntado por la Instrucción para que dijera cómo era el procedimiento por el cual se solicitaba la intervención de la Sección, dijo que: la persona que traía material para peritar, en general policías, pasaba en primer lugar por la Unidad Operativa, donde le daban ingreso al sistema al pedido y le otorgaban un número de cooperación técnica. Seguidamente la persona se dirigía a la Sección y hacía entrega del material con el oficio y el número de cooperación que constaba en el oficio. Preguntado el testigo por la Instrucción para que dijera qué ocurría si llegaba material a la Sección sin la orden escrita y sin número de cooperación, declaró que habitualmente se enviaba al personal policial a la Unidad Operativa para que hiciera el ingreso del material y luego retornara con el número de cooperación técnica. En este caso particular, no se pidió porque la persona que traía el material venía acompañado de Chilo, que era quien daba el ingreso en la Unidad Operativa al material, quien además informó en esa oportunidad, antes de retirarse de la Sección, que le iba a dar el ingreso correspondiente. Aclaró el dicente que colaboró desconociendo que el material no contaba con el número de cooperación correspondiente, pensó que venía por la vía normal, dado que cuando él ingresó a la Sección, ya estaba Chilo allí y él se ofreció a colaborar con su compañera Bustos, habiendo advertido él tal situación al finalizar la tarea de levantamiento del rastro. Preguntado por la Instrucción para que dijera cuál era la importancia del número de cooperación, dijo que era importante que existiera número de cooperación porque de lo contrario no se podía cargar el pedido en el sistema, no quedaría registro de él en el sistema operativo. Preguntado por la defensa para que dijera, según su experiencia, si se han realizado tareas sin número de cooperación en relación al material para peritar en Sección, dijo que no le había ocurrido, no conocía que hubiere pasado (fs. 567/567vta.).


Sergio Roberto Zabala, personal policial retirado, manifestó que conocía a Walter Chilo hacía aproximadamente quince años por al ámbito laboral en que ambos se desempeñaban. Expuso que el día veinticinco de junio de dos mil diez, se encontraba en horas de la tarde en el bar “Gente” ubicado en Av. Colón esquina Jujuy del centro de la ciudad, cuando escuchó a dos jóvenes que estaban consumiendo unas gaseosas en una mesa vecina hablar en relación a una sustracción de dinero que habían realizado horas antes y discutir qué iban a hacer respecto al mismo. Que al salir del bar a las dieciocho horas aproximadamente, observó en un basurero sobre Av. Colón una caja metálica color naranja semi abierta con huellas y la tomó por parecerle extraño y que además podía estar vinculada con la charla que había escuchado en el bar. Que la llevó a su domicilio particular y pensó dos o tres días qué iba a hacer. Que el día veintinueve de junio del mismo año se presentó a hacer la denuncia en la Mesa de Atención Permanente de Tribunales II a las 19:00 horas, no aportando la caja. Que seguidamente cerca de las 20:00 horas, llamó a policía judicial siendo atendido por Chilo, a quien le dijo que necesitaba tomar unas huellas de una caja, a lo que Chilo le respondió que la llevara. Que así lo hizo, que llegó, buscó a Chilo, que este hizo una llamada al perito, y al rato apareció una mujer de unos 40 años, la cual seguidamente desapareció. Que él y Chilo subieron al gabinete y dejó la caja en una mesa. Que apareció otra mujer con un maletín, que hizo el trabajo con polvo, etc., levantó la huella, la pasó a un vidrio. Que él le preguntó cuándo estaría el resultado, a lo que la mujer le contestó que llamara luego para averiguar. Que a todo esto Chilo estaba allí, y cuando terminó la mujer de levantar la huella el dicente se fue. Que el día treinta se dirigió a la Fiscalía del Dr. Sandoval, donde estaba radicada la denuncia, y les solicitó que hicieran un allanamiento o tomaran alguna medida en relación al hecho que había denunciado. Que le respondieron que no podían hacerlo porque tenían muchos expedientes con detenidos, lo cual era prioridad. Que unos días después, tres aproximadamente, en horario de la tarde llamó por teléfono a Chilo y éste le informó que la huella no servía. Que luego no supo más del tema. Preguntado por la Instrucción para que el testigo dijera si en algún momento Chilo le solicitó la orden judicial que disponía la intervención de la Sección Huellas con respecto a la caja, dijo que sí, pero que él le constestó que no tenía (fs. 573/573vta.).

Sergio Osvaldo Ferreyra, Prosecretario Administrativo encargado de la Sección de Huellas y Rastros, quien expresó que siempre estuvo trabajando en la misma Sección. Al momento de serle exhibido el informe obrante a fs. 01 (actual fs. 420) de las actuaciones a fin de que ratificara o rectificara su contenido y reconociera o no la firma inserta al pie como suya, ratificó su contenido y reconoció la firma inserta al pie como suya. Preguntado por la Instrucción para que dijera si en algún momento desde el día veintinueve de junio de dos mil diez a la fecha de la declaración, a saber veintinueve de marzo de dos mil once, apareció la orden judicial que ordenaba la intervención de la Sección Huellas y Rastros en relación a la caja metálica, dijo que no tenía conocimiento de que a la fecha se hubiera registrado el ingreso de la orden. Preguntado el testigo para que expresara su concepto laboral y personal en relación al sumariado, manifestó que no podía decir nada al respecto porque el sumariado no trabajaba en la Sección Huellas y Rastros, por lo tanto no lo conocía. Dijo que en lo personal, tenía un concepto regular de Walter Chilo dado que no ha tenido un buen trato para con él desde que el testigo se hizo cargo de la Sección. Preguntado por la defensa si conocía de alguna vez, desde que está en la Sección Huellas y Rastros, en que por motivos extraordinarios se hubiera trabajado material sin orden, dijo que eso es algo que no se podía hacer porque se debía resguardar la cadena de custodia. Que desde que él estaba a cargo de la Sección jamás se hizo porque sus empleados sabían que una persona cualquiera podría traer un objeto colectado en algún lugar para tratar de inculpar a alguien. Que sin orden judicial no actuó nunca. Preguntado por la Instrucción para que dijera qué ocurría si personal policial llevaba un objeto sin la orden aduciendo que la llevaría más tarde, dijo que el personal policial comisionado sabía que no podía llevar un objeto sin orden y viceversa, debían ir ambas cosas juntas. Preguntado el testigo para que dijera quiénes eran las personas que llevaban estos objetos a peritar a la Sección, dijo que eran personal policial comisionado siempre, salvo que lo llevara algún empleado de una fiscalía, lo cual no ocurría a menudo (fs. 576/576vta.).

Elio Manuel Silva, agente de la Sección Huellas y Rastros desde el año dos mil ocho aproximadamente, manifestó que el día veintinueve de junio de dos mil diez se encontraba de guardia hasta las 21:00 hs. Que estando en la oficina salió por un momento retornando un rato antes del horario en que finalizaba su turno y vio a Chilo en su interior. También advirtió que dos de sus compañeros, Bustos y Moriconi, estaban trabajando sobre una caja roja. Preguntado por la Instrucción para que el testigo dijera si había alguna otra persona en el lugar, dijo que no recordaba, que no prestó atención porque venía de afuera, entró y se dirigió al sector de la cocina, sólo pasó por donde estaban trabajando la caja, que no se quedó allí. Preguntado por la Instrucción para que dijera qué más sabía en relación a esa intervención de la Sección, declaró que muchos días después se enteró que se habría solicitado sin orden judicial, que no había número de cooperación, eso se decía. Que no sabía más. Preguntado por la Instrucción para que dijera si sabía si en algún momento apareció la orden judicial, dijo que no que él supiera. Preguntado para que dijera qué ocurría en el supuesto de que concurriera una persona con el objeto a peritar sin la orden o sin el número de cooperación, dijo que se la enviaba a la Base Operativa para que se hiciera el ingreso de la orden y se otorgara el número de cooperación técnica, y luego volviera a la Sección para empezar a trabajar el material. Preguntado por la Instrucción para que dijera quiénes son las personas que suelen llevar el material a peritar, dijo que sólo personal policial, ya sea comisionado o correo, de las unidades judiciales o fiscalías. Preguntado para que dijera si un particular, por ejemplo, un investigador privado, puede llevar un objeto para peritar, dijo que no, que si un particular lo llevaba no se podía trabajar porque no había orden judicial (fs. 577/577vta.).


Hugo Isaac Rodríguez, agente de la Sección de Huellas y Rastros hace cuatro años, declaró que el día veintinueve de junio del año dos mil diez él se encontraba de guardia desde las 21:00 hs. hasta las 8:00 hs. Que cuando ingresó a la Sección vio a Marina Bustos y Moriconi trabajando sobre una caja metálica, que también estaban Chilo y otra persona que no conocía. Que pasó por allí y se dirigió a la cocina. Que no escuchó nada porque no prestó atención. Aditó que ese día o al día siguiente un compañero -no recuerda quién- le preguntó haciendo referencia al episodio que dio origen a estas actuaciones: “viste quien estaba ahí? Era el abogado Severín”. Que en relación a que Chilo solicitó la intervención de la Sección sin orden judicial, Moriconi le comentó que le habían llamado la atención por eso, pero no sabía nada más (fs. 580). 


Armando Antonio Quiroga, agente de la Sección Huellas y Rastros hace trece años aproximadamente, manifestó que recordaba que un día del año dos mil diez llegó a la Sección a cubrir su guardia cerca de las 21:00 hs. y al ingresar vio a Walter Chilo, quien estaba acompañado de un hombre de cuarenta ó cuarenta y cinco años de edad con campera. Que no recordaba si Walter le presentó a esta persona, que él no conocía al hombre. Que Marina Bustos estaba trabajando una caja metálica de valores que había llevado Chilo, junto a Moriconi. Que extrajo las huellas. Que él ingresaba a cubrir su guardia y Bustos y Moriconi ya estaban terminando la suya. Que ese día no escuchó nada en relación a que faltaba la orden judicial o el número de cooperación, pero posteriormente tomó conocimiento de que había problemas porque Chilo había presentado un material para trabajar sin orden y sin número de cooperación y se comentaba que el Dr. Severín había estado por allí en esos momentos. Preguntado el testigo por la Instrucción para que dijera cuál era el procedimiento para que la Sección interviniera en relación al análisis de un material, dijo que debía existir una solicitud de una unidad judicial o fiscalía de instrucción, la cual se registraba por la Unidad Operativa de Policía Judicial, al registrarse se le otorgaba un número llamado número de cooperación técnica. Que la persona que llevaba el material se dirigía a la Sección siempre con el número de cooperación. Que era lo que correspondía, que siempre se había trabajado así. Preguntado para que dijera qué personas eran las que llevaban el material a analizar, dijo que siempre eran personal policial, en general comisionados de las unidades judiciales o fiscalías, o policías de las comisarías donde no hay unidades judiciales. Preguntado el testigo por la Instrucción para que dijera qué ocurría si llegaba material a la Sección sin la orden escrita y sin número de cooperación, dijo que si un material llegaba a la Sección sin número de cooperación se lo enviaba a la Base Operativa para que le asignaran uno, de lo contrario no se lo podía trabajar. Reiteró que el material que no tiene número de cooperación no se podía trabajar (fs. 585/585vta.).


Daniel Juan Desiderio Contrera, Prosecretario administrativo, Jefe del Departamento de Recursos Humanos de Policía Judicial, declaró que el día treinta de junio de dos mil diez en una reunión con el Director de Policía Judicial, por la mañana, éste lo anotició acerca de la presencia del Dr. Severín la noche anterior en el edificio de Policía Judicial, concretamente en la Sección Huellas y Rastros, y le solicitó que averiguara a qué se debía. Ello, porque resultaba extraño la presencia de un abogado en Policía Judicial, y más en la zona de las Secciones y por la noche. Que si iba algún abogado lo hacía por la mañana y no circulaban por la zona de las secciones sino por las oficinas ubicadas en la entrada del edificio. Recordó además que a este abogado se lo reconoció especialmente por ser muy conocido en el fuero. Que quien reconoció al Dr. Severín fue Miguel Robles. Por tal motivo, se comunicó con Sergio Ferreyra, Jefe de la Sección Huellas y Rastros, comunicándole el hecho y encomendándole la misión de realizar las averiguaciones pertinentes (fs. 588).


Miguel Ángel Robles, Prosecretario administrativo encargado de la División Procesamiento de las Telecomunicaciones, ratificó sus dichos obrantes en informe de fs. 2 (actual fs. 421/421vta.) de las actuaciones. Respecto del hecho investigado agregó que momentos antes, mientras tomaba algo, había estado hablando con la Sra. Marina Bustos, en relación a un amigo en común a quien hacía varios años no veía. Que a raíz de una comunicación telefónica que recibió la Sra. Bustos, la charla se interrumpió porque ella tuvo que dirigirse, según le parecía recordar, a su puesto de trabajo. Aclaró que no recordaba detalles del contenido de la llamada que recibió la Sra. Marina Bustos, simplemente porque la charla finalizó y cada uno regresó a su oficina (fs. 614/616). 

c) Que al momento de efectuar el alegato sobre el mérito de la causa (fs. 603/605), la defensa reproduce las manifestaciones efectuadas por el sumariado en oportunidad de realizar su descargo (fs. 483/484), agregando otras consideraciones.


Así, indica que los testigos Rodríguez, Juárez y Oviedo declararon que es práctica habitual entre los agentes de Policía Judicial dar prioridad a la conservación de la prueba de manera oficiosa, con el fin de preservar los elementos de prueba de posibles hechos delictivos, por lo que en algunos casos se perita material sin la debida orden judicial, a los fines de preservar la posible prueba que pudiera surgir de él.


Dice que en este caso, el sumariado actuó de esa forma, intentando preservar un elemento de prueba relevante cual es la extracción de huellas digitales de un objeto que aparentemente había sido objeto de un delito. Pero que en ningún momento intentó inducir en error alguno a la agente Bustos, ni abusó de su confianza.


Afirma que lo que la acusación ha obviado y ha quedado acreditado con la prueba, es la existencia de una denuncia penal y un agente de policía portando el elemento de prueba sobre el cual recae la necesidad de preservar peritando la prueba.


Destaca respecto al procedimiento a llevar a cabo en tales circunstancias, que no se ha introducido constancia alguna de orden escrita, memorandum, instructivo o manual y/o reglamento de procedimientos que indique cuál o cuáles son las prácticas y oficios adecuados en estas circunstancias. Agrega que la carencia de la norma justamente hace que el corrimiento de la misma sea imposible, y la acusación carezca de base material ya que no puede achacarse corrimiento de orden o procedimiento cuya materialidad normativa no existe.


Explica que la supuesta normalidad que se habría roto no es otra que la que para el caso se predica como existente. Asevera que justamente quienes supuestamente portan esa norma no pueden acreditar cuál es el origen, quien la dictó, donde se ha publicado, etc., y que tan es así, que del solo relevamiento de los dichos de los testigos surge que a pesar de un puñado, no han podido esgrimir la existencia de varias formas o maneras de realizar la tarea de procurar evitar la pérdida de la prueba material cuando le es requerida.


Finalmente, reitera que se archiven las presentes actuaciones.
IV) Entrando a valorar los hechos que motivaron las presentes actuaciones disciplinarias con el objeto de deslindar la responsabilidad administrativa que le pudiere caber a los agentes judiciales Walter Gustavo Alfonso Chilo y Juan Alejandro Paz, cabe señalar que los mismos deben ser analizados en el contexto global en que sucedieron a  fin de establecer con el grado de certeza requerido si el obrar de los mencionados es merecedor de reproche con reflejo en el derecho administrativo sancionador-disciplinario.

A fin de realizar una exposición más ordenada en relación a la valoración de  los hechos sub examen, estos serán analizados de conformidad a la importancia del disvalor contenido en cada uno de los reproches administrativos. Así, desarrollaremos en primer término el hecho nominado primero (atribuido a los agentes judiciales Walter Chilo y Juan Alejandro Paz), luego el tercero, y, por último, el hecho nominado segundo (enrostrados estos dos últimos al empleado Walter Chilo).


a) Recordemos que el sumariado Walter Gustavo Alfonso Chilo, presta servicios en el Poder Judicial de la Provincia desde el primero de noviembre de mil novecientos ochenta y ocho, desempeñándose al momento de los hechos enrostrados como Oficial con funciones en el Gabinete de Reconstrucción Criminal de la Secretaría Científica, Cuerpo Operativo Número Siete, de la Dirección General de Policía Judicial (fs. 76/83, 336/339 y 500/503). A su vez, reunía por entonces la calidad de "Delegado de Policía Judicial en la Sección Secretaría Científica" ante la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial (A.G.E.P.J.) (fs. 362), siendo al día de la fecha "Secretario de Organización y Relaciones Institucionales" en la Comisión Directiva de dicha Asociación Gremial.  

En relación al hecho nominado primero, se le endilga al Sr. Walter Chilo -integrante del Cuerpo Operativo Número Siete del Gabinete de Reconstrucción Criminal, Secretaría Científica, Dirección General de Policía Judicial- que siendo las 05:46 horas del día veintisiete de mayo de dos mil diez, habría recepcionado una llamada telefónica del Coordinador de la Zona Norte del Dpto. Centro de Comunicaciones de la Policía de la Provincia de Córdoba, Sargento Primero Miguel Heredia, donde se le informaba que a las 05:02 horas del citado día había ingresado un llamado al Ciento Uno (101) donde se requería presencia policial en calle "Mochina" Número Mil ochocientos cuarenta y seis (1846) de Barrio Nueva Italia con motivo de encontrarse una persona tirada en el piso, con signos de violencia en el cuerpo, peticionando la participación técnica de la unidad operativa a los fines de recoger el cuerpo en cuestión (quien en vida se identificara como Aníbal Corazón Quinteros), respondiendo Chilo que el personal del equipo técnico se encontraba de "Asamblea" hasta las 07:30 horas por lo que no se podría efectuar la cooperación solicitada. Además, el agente Chilo de manera irresponsable, negligente, infundada, insensible, despreocupada y arbitraria, no habría transmitido la comunicación recibida al resto de los integrantes del equipo técnico de pertenencia ni a quien se encontraba a cargo del mismo. Esta circunstancia negligente en lo funcional y renuente en el cumplimiento de los deberes que le vienen impuestos por la norma estatutaria en abstracto, derivó en un desajuste administrativo-operativo que culminó con la participación de otro equipo técnico que levantó los restos mortales del Sr. Quinteros aproximadamente a las 09:30 horas del día de cita. Las circunstancias relatadas adquirieron amplia repercusión social a través de los distintos medios de comunicación oral, escrita y visual causando un gran estrépito social y efecto negativo para la imagen del Poder Judicial, constituyendo la actitud del agente Walter Chilo un obrar particularmente contrario a los cánones y estándares expectables de compromiso social en la estructura judicial.


Por su parte, la falta endilgada al Oficial Mayor Juan Alejandro Paz -encargado del Cuerpo Operativo Número Siete del Gabinete de Reconstrucción criminal de la Secretaría Científica de la Dirección General de Policía Judicial- consiste en no haber controlado adecuadamente ni previsto algún mecanismo de comunicación alternativo considerando la existencia de Asambleas convocadas en los lugares de trabajo, a los fines de asegurarse que frente a la contingencia de un requerimiento de actuación del cuerpo operativo que comandaba, el mismo no se viera obstaculizado por la actitud negligente y direccionada de algún integrante de aquél que procurara afectar el normal funcionamiento del mismo, máxime en la inteligencia de que quien atendía el teléfono sería delegado de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial (A.G.E.P.), incurriendo por tal motivo en una conducta descuidada en el desempeño de su función. 

En cuanto al hecho enrostrado a Walter Chilo, adelantamos opinión en el sentido que el mismo existió en su materialidad fáctica, siendo igualmente atribuible la responsabilidad de dicho agente judicial en el evento. 

En efecto, ha quedado debidamente acreditado mediante la prueba glosada en autos que el día veintisiete de mayo de dos mil diez se llevó a cabo una "asamblea" dispuesta por la Asociación Gremial del Poder Judicial, adhiriéndose Chilo a la misma según surge de las nóminas de personal plegado a dicha medida (fs. 16/17) y de las declaraciones testimoniales de Eduardo Ramón Gesurmino (fs. 143), Daniel Contrera  (fs. 145), Irina Satesteban (fs. 206) y Pablo Eugenio Olmedo (fs. 233).

También se ha podido corroborar la existencia del llamado telefónico efectuado por el Sargento Miguel Heredia -Coordinador de la Zona Norte del Dpto. Centro de Comunicaciones de la Policía de la Provincia de Córdoba- a la Base Operativa de Policía Judicial ese día a las 05:46 horas a los fines de informar sobre el hecho de muerte de Quinteros en la vía pública, quien fuera atendido por el agente Chilo quien le manifestó que se encontraban de Asamblea hasta las 07:30 horas, circunstancia que se hizo conocer al Crio. Hoyos (conf. informe remitido por la encargada del Centro de Comunicaciones de la Policía de la Provincia -Crio. Liliana Zárate- al Director General de Policía Judicial, fs. 89/90). 

Tal información también surge de la planilla remitida por el Departamento Policial mencionado, constando en el item "Datos del Hecho" la siguiente leyenda: "Sr. informa que hay un sujeto que está tirado en la calle con la cabeza llena de sangre. El pasó en su vehículo y lo divisó. Dice que parece haber recibido una golpiza y cree que haría falta asistencia médica. Solicita que se envíe móvil", como así también una serie de datos proporcionados por el móvil que se hizo presente en el lugar, observándose que a las 05:46:30 horas se consignó: "Constancia móvil 5472 -QSL Patria 1 Crio. Hoyos que Policía Judicial están de asamblea hasta las 07:30 hs. informa el Sr. Chilo de la misma" (fs. 113/114). 

De la prueba reseñada, se colige sin hesitación alguna que al momento de informar a la autoridad competente el hecho de muerte ocurrido en Barrio Nueva Italia con el objeto de obtener la cooperación debida, fue el agente judicial Walter Chilo quien recepcionó dicho llamado telefónico expresando que se encontraban de asamblea hasta las 07:30 horas.

Asimismo, ha quedado acreditado que el Sr. Chilo, tras recibir la comunicación telefónica descripta, a sabiendas de la importancia que la misma revestía y sus implicancias, no dio aviso al encargado del Cuerpo Operativo Número Siete de pertenencia, ni al resto de sus integrantes. Tal aserto resulta incuestionable, pues es el mismo sumariado quien en su descargo reconoce dicha circunstancia, manifestando que "...Aproximadamente a las 5:45 hs. sonó el teléfono de la base Operativa de la Secretaría Científica (...) atendí el teléfono a fines de cumplir una determinación de la misma asamblea y la organización que integro: informar a quien se comunica de la existencia de tales asambleas (...) No estaba obligado a comunicar llamados. En ese momento no estaba en funciones, sino en estado de asamblea y fuera de la órbita de dirección. Las prevenciones que la autoridad debió tomar para recibir llamados en la base de operaciones y que no se realizaron no me son achacables..." (fs. 135/135vta.).

Esta actitud deliberada asumida por Chilo, trajo como consecuencia directa la excesiva demora en levantar de la vía pública el cuerpo sin vida de Aníbal Quinteros, cumpliendo dicho cometido finalmente el Cuerpo Operativo Número Ocho alrededor de las 08:40 horas (cooperación N° 347884, fs. 08/10). Esta tardanza injustificada, también se desprende de la declaración testimonial de la empleada con funciones en la Unidad Judicial Doce, Sra. Ana Cecilia Smith (fs. 85/87) y de las numerosas publicaciones periodísticas glosadas a las presentes actuaciones (fs. 01/02, 92/105). 

En tal sentido, la secretaria de actuaciones Ana Cecilia Smith, relató que el día veintisiete de mayo de dos mil diez siendo las 07:00 horas el sumariante Fernando Comuñez le comentó que había llamado el Sargento Bulacio del CAP 6, manifestando que estaban con un hecho de muerte de etiología dudosa y que personal médico del servicio médico 136 y 107 no se había constituido en el lugar, preguntando si podía secuestrar una bolsa con papeles que la deponente no recordaba si le dijo que las tenía en su mano o estaban al lado del cuerpo. Declaró la testigo que siendo las 07:35 horas aproximadamente, el Sargento Bulacio se comunicó desde su celular particular al teléfono fijo de la Unidad Judicial, explicándole que el hecho de muerte de etiología dudosa era en Barrio Nueva Italia y que por información que tenía el fallecido en su poder, pudo establecer que tenía cincuenta y nueve años de edad. Que también le comentó que habían llamado cuatro veces a la ambulancia del 136 y le habían dicho que no podían concurrir, que tenían demoras y que de la ambulancia del 107 le respondieron que no constataban muertes, que hacía dos horas que estaba "clavado" en el lugar y que ningún médico concurría. Refirió que Bulacio le hizo referencia a una asamblea, pero insistía en que se le cortaría la comunicación desde su celular puesto que se le acababa el crédito. Continuó relatando que inmediatamente de cortar la llamada con Bulacio, aproximadamente a las 07:40 horas, recibió una llamada telefónica de la Mesa de Atención Permanente de Tribunales II, requiriéndole la comunicación de este hecho de muerte de etiología dudosa de Barrio Nueva Italia, respondiéndole la dicente a la persona que habló, que el procedimiento aún no había sido entregado en la Unidad Judicial Doce. Agregó que esta persona le comentó que el hecho estaba saliendo en el noticiero y que gente de Policía Judicial no había concurrido al lugar porque estaba de asamblea, preguntándole si Policía Judicial había ido a cooperar, a lo que la dicente le respondió que no, puesto que aún no había entrado el procedimiento a la Unidad Judicial y que se estaba por comunicar con la Dra. Caeiro, Secretaria de la Fiscalía del Distrito III Turno 7. También relató que con motivo de un llamado a la Base Operativa de Policía Judicial a los efectos de pedir cooperación técnica en otro sumario, fue atendida por Lucio Cano, quien ante la pregunta de la testigo sobre si estaban de asamblea, dicho agente le respondió que ese turno recién había ingresado a las 07:30 horas y que estaban trabajando. Al comentarle la deponente sobre el hecho de muerte de etiología dudosa, Cano le respondió que estaban enterándose por las noticias y preparando el equipo técnico para cooperar. Refirió que siendo alrededor de las 07:55 horas, observó que ingresaba a la oficina de Sumariantes el policía Bulacio quien le comentó que el Comisario Superior de Turno le había indicado que entregara el procedimiento del hecho de muerte de etiología dudosa y que Policía Judicial iba a ir a cooperar. Finalmente relató que el procedimiento fue recibido -por directivas del Prosecretario Letrado Oscar Zárate- a las 08:10 horas, originándose las actuaciones sumariales nro. 1522/10. Que a las 08:25 horas aproximadamente, se comunicó con Base Operativa de Policía Judicial, aportándole a Cano los datos del sumario, brindándole este agente el número de Cooperación Técnica. Por último, refirió que al rato, sin poder precisar el tiempo que pasó pero momentos después, el personal comisionado de la Unidad Judicial Sargento Daniel Linares le comunicó que por radio policial habían informado que ya había llegado Policía Judicial al lugar del hecho de la muerte de etiología dudosa (fs. 85/87vta.).

Por otra parte, dicha tardanza injustificada se vio reflejada -como adelantáramos- en varios periódicos, radios y noticieros de amplia difusión local.

Así, corre agregada a fs. 01/02 la impresión de la publicación digital del diario "La Mañana de Córdoba" correspondiente al día del hecho (27-05-12) la que titula "Cuerpo encontrado en plena vía pública, abandonado por protesta de la Policía Judicial". Dicho artículo da cuenta que un hombre de aproximadamente cincuenta y cinco años de edad fue encontrado muerto esa madrugada pasadas las cinco de la mañana en pasaje Mochina al 1.846 de Barrio Nueva Italia, con un fuerte golpe en la frente. Agrega que fue un automovilista quien dio con el cuerpo sin vida de esta persona, tras lo cual dio aviso a la policía quien constató el deceso y destaca que ni los familiares ni los investigadores pueden tocarlo, permaneciendo abandonado en la calle debido a que Policía Judicial se encontraba realizando una protesta en reclamo de mejoras en las condiciones de trabajo.

La crónica en cuestión también fue reflejada desde el portal de noticias de Cadena 3 Argentina -de amplia difusión local y con alcance nacional- el cual, bajo el epígrafe "Un cadáver estuvo cuatro horas en la vía pública en Córdoba. 08:24 Policía Judicial atribuyó a negligencia de un empleado la demora en atención", narra que en la madrugada del día 27-05-10 el ciudadano Aníbal Quinteros se dirigía a una parada de colectivos ubicada en calle Mochina 1846 de barrio Nueva Italia, cuando se descompensó en el lugar y falleció producto de un infarto. Cuando el servicio del 136 arribó, constató que la persona ya había muerto y detalló que el cuerpo presentaba un golpe en la cabeza. Relata que ante la sospecha de un posible crimen, el personal de emergencias requirió la presencia de Policía Judicial, que tardó más de cuatro horas en llegar. Luego señala las manifestaciones del Director General de Policía Judicial, Dr. Federico Storni, efectuadas a dicho medio de prensa, en cuanto a que el episodio de la demora se atribuyó a la negligencia de un empleado que, ante la solicitud telefónica a los fines de que personal técnico se hiciera presente en el lugar, respondió que estaban de asamblea, generando que el personal que no estaba cumpliendo con el plan de lucha no se enterara. En dicha oportunidad, Storni recordó que la semana anterior había sucedido un acontecimiento similar en la zona y que el personal de Policía Judicial levantó la asamblea y arribó al lugar. Agregó el funcionario que ello debe reclamar la lógica rápida por la sensibilidad que tiene el trabajador y que si ello no ocurrió el día 27-05-10 fue porque una sola persona no lo transfirió a quien debía, añadiendo que se trata de una situación similar a la de los Bomberos, que por más que estén de asamblea no se pueden negar a cubrir un incendio  (100).

Por su parte, el periódico "Día a Día" de fecha 28-05-12 titula su publicación "Policía Judicial, en el límite de la protesta. Empleados de la Policía Judicial se demoraron en buscar dos cadáveres porque estaban de asamblea". Explica al lector que cuando alguien muere en la calle, es necesario esperar a los técnicos de Policía Judicial para que recojan evidencias que ayuden a establecer las causas de la muerte y retiren el cuerpo de la vía pública, lo preserven de la perplejidad de los peatones y de la mirada de los niños. Relata que en la mañana del día anterior (esto es, 27-05-10) los cadáveres de dos hombres permanecieron más de tres horas tirados en la calle, en distintos barrios, mientras en la sede de Policía Judicial se estaba realizando una asamblea. Da cuenta que el cuerpo de un hombre de unos sesenta años de edad permaneció a la interperie en barrio Nueva Italia desde las cinco de la mañana hasta las nueve horas aproximadamente, hasta que llegaron los técnicos de la Policía Judicial una vez finalizada la asamblea que realizaban, lo que provocó el enojo de familiares y vecinos; y agrega que la misma suerte corrió el cuerpo de otro vecino de barrio Los Plátanos que falleció mientras esperaba el colectivo. De la fotografía que integra la publicación periodística, se puede advertir el cuerpo sin vida de la persona fallecida en barrio Los Plátanos que yace bajo la mirada atónita de transeúntes, mientras personal de la Policía de la Provincia custodia los restos mortales (fs. 105).

En igual sentido se manifestaron otros medios de prensa locales, encontrando ello reflejo en las síntesis periodísticas glosadas a fs. 92/99 y 101/104 de autos, las cuales, en general, relatan el hecho de muerte de quien fuera Aníbal Quinteros, las horas que llevaba su cuerpo sin vida tirado en la calle y el conflicto gremial desarrollado en Policía Judicial, siendo coincidentes respecto a la disconformidad por la falta de asistencia al lugar de parte del personal técnico de esa Dirección y a la incomprensión de los familiares de la víctima y vecinos, puesto que si bien los reclamos gremiales eran atendibles, no resulta concebible dejar abandonada a una persona muerta en la calle.

En efecto, la repercusión de dicha noticia en los medios periodísticos, pone en evidencia la alta sensibilidad y estrépito social que conlleva el hecho de que el cadáver de quien en vida fuera el Sr. Aníbal Corazón Quinteros permaneciera horas en la vía pública, sin que el organismo competente predeteterminado a tal fin efectivizare su cometido, cual es constituirse en el lugar a los fines de trasladar al difunto al Instituto de Medicina Forense, y resguardar de tal manera todos aquellos elementos que pudieren ser de utilidad para desentrañar un eventual proceso criminal vinculado a una muerte de etiología dudosa en el lugar.  

Las distintas notas o informes emitidos por medios de prensa locales, ponen de manifiesto la consternación, enojo, desazón y descrédito tanto de los familiares del extinto cuanto de los vecinos y transeúntes que observaban perplejos y azorados la dantesca escena. Así el cadáver en cuestión permaneció tirado en la vía pública por aproximadamente cuatro (4) horas, "abandonado" por quienes tienen el deber funcional de colaborar con el objetivo cierto del buen funcionamiento del servicio de justicia, concurriendo prestamente a dar respuesta a un llamado de índole humanitario que excede lo meramente coyuntural como lo puede constituir un reclamo sectorial. 

Sin duda alguna, situaciones como la descripta, a más del desprestigio que acarrean para el Poder Judicial en su conjunto, constituyen una insoslayable "revictimización" de los deudos, quienes aparte del fallecimiento del ser querido, debieron soportar el dolor de ver su cuerpo "tirado" por horas en la vía pública, producto de la inacción judicial derivada del obrar del agente Chilo, en franco desmedro de la normativa supranacional que tutela el efectivo acceso de las víctimas a la justicia, a la cual nuestro país ha adherido.

En tal sentido, las "Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad", aprobadas por la Asamblea Plenaria de la XIV Edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana en Brasilia (marzo de dos mil ocho) y a las cuales han adherido el Máximo Tribunal de la Nación (Acordada Nro. 5/2009 del 24-02-09) así como también este Alto Cuerpo (Acuerdo Nro. 618, Serie "A" del 14-10-11) y otros tribunales provinciales, han fijado como objetivo el garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial, estableciendo -asimismo- que los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las personas en condición de vulnerabilidad un trato adecuado a sus circunstancias singulares (Capítulo I, Sección 1ra., 2).

También se señala la necesidad de que el daño sufrido por la víctima no se vea incrementado como consecuencia de su contacto con el sistema de justicia (Capítulo I, Sección 2da.,12), precisando como destinatarios de dichas Reglas a todos los operadores del sistema judicial y a quienes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento, entre otros (Capítulo I, Sección 3ra., 24.f) y disponiéndose criterios de agilidad y prioridad en la atención, resolución y ejecución del caso por parte de los órganos del sistema de justicia cuando las circunstancias de la situación de vulnerabilidad lo aconsejen (Capítulo II, Sección 4ta., 38).

En la misma inteligencia, la Declaración de las Naciones Unidas sobre la Justicia para las Víctimas (1985), establece que estas serán tratadas con compasión y respeto por su dignidad y que tendrán derecho al acceso a los mecanismos de la Justicia y a una pronta reparación del daño que hayan sufrido (Principio 4).

En este orden de ideas, entendemos que la conducta asumida por el Sr. Walter Chilo en el evento, se extendió más allá del ejercicio de sus derechos sindicales y de la lucha gremial esgrimida. En efecto, no resulta una conducta expectable de un empleado de su vasta experiencia y con funciones de responsabilidad dentro de la estructura judicial, que anteponga -en la emergencia- el ejercicio de sus derechos de protesta con el argumento de encontrarse "abstraído del poder de dirección" en desmedro del interés y confianza públicos. 

Concretamente, en el caso bajo examen, hubiera bastado con que el traído a sumario -aún encontrándose adherido a la asamblea- se limitase tan sólo a dar noticia al resto de los integrantes de su equipo de la llamada recibida ese día veintisiete de mayo de dos mil diez a las 05:46 horas, o al menos no entorpecer deliberadamente la actuación del cuerpo operativo número siete que integraba al evento, recepcionando llamadas telefónicas entrantes con el objeto de comunicar que "se encontraban de asamblea hasta las 07:30 horas", pues esto último hubiera posibilitado que otro miembro del Cuerpo Operativo de turno receptara la comunicación telefónica. Con esta actitud desmesurada en el ejercicio de su legítimo derecho, indolente y desleal para con el resto de los integrantes de sus compañeros de equipo, Chilo también colocó en situación de vulnerabilidad a los demás integrantes de su equipo, dejándolos expuestos (tal el caso del Coordinador Alejandro Paz), ello sin contar con el resultado final y que fuera reflejado en los medios de comunicación. 

Así las cosas, sólo se requería del agente Chilo un mínimo de compromiso social ante sucesos de la naturaleza del ocurrido, en donde la sensibilidad de la comunidad adquiere mayor relevancia y frente a los cuales el organismo competente -a través de sus integrantes- no puede dejar de dar respuesta. 

En este punto, cabe traer a colación que la dignidad humana, como derecho fundamental reconocido en los Pactos Internacionales (Convención Americana de Derechos Humanos, art. 11.1; Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 1°; Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, considerando 2; entre otros), en la Constitución Nacional (art. 75 inc. 22) y en la Carta Magna Provincial (art. 4°), acompaña a todo ser humano por el sólo hecho de serlo, desde su concepción hasta su muerte, caracterizándolo de forma permanente y trasuntando incluso más allá de su vida respecto del trato "digno y respetuoso" que debe prodigársele al cadáver (art. 25 de la ley 24.193). Así lo ha entendido también este Alto Cuerpo, plasmando en los considerandos del Acuerdo Reglamentario Número Un Mil Trece, Serie "A" (20-07-10) -relativo a la creación del "Banco de Datos de Cadáveres y Restos Cadavéricos No Identificados"-, que la identidad y dignidad son derechos humanos inherentes a todas las personas, cuyo adecuado respeto trasciende el fin de la vida y se proyecta también a un trato adecuado a los cadáveres y restos no identificados, impulsando la progresiva mejora de las prácticas judiciales para facilitar su identificación, evitando así la afectación de los derechos fundamentales de los familiares.

En esta línea de pensamiento se colige de la actitud desplegada en la ocasión por el agente judicial cuestionado, la existencia de un obrar desinteresado, desleal, carente de sensibilidad y demostrativo de ausencia de compromiso, tanto para con la sociedad toda -en la que se hallan comprendidos los familiares del fallecido Quinteros-, como para con la estructura judicial de la que forma parte, vulnerando los límites razonables en los que debe enmarcarse una medida o reclamo de naturaleza sindical. 

Ponemos de resalto, que la conducta achacada al sumariado Walter Chilo en autos no finca en haberse plegado a las medidas de fuerza dispuestas por la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial, sino en haber receptado la comunicación telefónica en donde se solicitaba cooperación a raíz de un hecho de muerte, y a sabiendas de la urgencia e implicancias del contenido de esa comunicación, deliberadamente optó por ocultar dicha información a los restantes miembros del Cuerpo Operativo Siete, con el evidente propósito de producir un daño en el servicio de justicia. Esta situación se agrava si tomamos en cuenta que el único modo de acceso o canalización de la solicitud de cooperación técnica era por la vía telefónica (a la cual accedió Chilo) no siendo comparable su atención con "una barandilla" de Juzgado -como lo hiciera el testigo Castellani a fs. 287- ya que en estos últimos casos, de estar plegado el personal a medidas de fuerza, existen modos alternativos de atención al público y profesionales -vgr. jueces, secretarios, prosecretarios-, no aplicables al caso sub examen.

Tampoco resulta de recibo la postura asumida por el agente Chilo en su descargo, en cuanto a que atendió el teléfono a fin de cumplir una determinación de la propia asamblea y de la organización que integra a los efectos de informar a quien se comunicara sobre la existencia de la asamblea en curso, puesto que las medidas de fuerza dispuestas por la Asociación Gremial del Empleados del Poder Judicial ya habían sido comunicadas por dicha entidad y eran de público conocimiento.

En efecto, esta intervención direccionada de Chilo, dañó severamente el servicio de justicia, lográndose recién concretarse la cooperación técnica solicitada luego de varias horas y a expensas del Cuerpo Operativo Ocho, trayendo aparejada múltiples consecuencias disvaliosas derivadas del obrar predeterminado del agente de cita, cuales fueron la exposición del cuerpo sin vida en la vía pública por aproximadamente cuatro horas en las se debió afectar recursos humanos estatales y materiales para su custodia -vgr. personal policial, profesionales de la medicina, patrulleros, etc.- y la consecutiva demora en la entrega del cuerpo sin vida a sus deudos, en afectación esto último de su derecho de obtener una pronta respuesta del aparato de justicia en atención de la circunstancia particular que atravesaban y de la normativa supranacional antes mencionada. 

Tampoco podemos desconocer que la actividad consistente en el levantamiento de cadáveres desplegada por Policía Judicial, constituye una labor insustituible y esencial, que sólo podía ser llevada a cabo por los agentes judiciales que conformaban el cuerpo operativo de turno al momento de ser requerida la cooperación técnica, circunstancia esta que imprime aún más gravedad al obrar desplegado por Chilo en el evento, siendo que se debe garantizar ante los ciudadanos que la función judicial se cumpla dentro de un margen de razonabilidad aún durante el desarrollo de un conflicto gremial, tolerándose estos con los límites y prudencia que se espera en ámbitos donde se cumple una función esencial de trascendencia institucional.

Ello por cuanto la normativa vinculada a la materia ha sido concluyente respecto a la prohibición de llevar a cabo en los edificios afectados al Poder Judicial de la Provincia medidas de fuerza  que entorpezcan el normal funcionamiento del servicio de justicia (mutatis mutandis, art. 12 c) del Estatuto de Policía Judicial Ley N° 8765; Acuerdo Número Doscientos Cuatro "Serie A" (19-12-90) y Acuerdo Reglamentario Número Cuatrocientos Veintiuno "Serie A" (30-03-98). En igual sentido se expidió el Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo, quien recordó "que el Convenio sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, 1978 (núm. 151) - ratificado por Argentina - prevé en su artículo 6 que deberán concederse a los representantes de las organizaciones reconocidas de empleados públicos facilidades apropiadas para permitirles el desempeño rápido y eficaz de sus funciones durante sus horas de trabajo o fuera de ellas y que la concesión de tales facilidades no deberá perjudicar el funcionamiento eficaz de la administración o servicio interesado" (Informe Número 332, Caso Número 2223, Año 2003) -el resaltado nos pertenece-.

En el caso bajo examen, la imputación administrativa endilgada a Chilo no ha podido ser desvirtuada, toda vez que ha quedado corroborado que el mismo omitió intencionalmente dar aviso de la llamada telefónica en cuestión a su superior jerárquico o demás personal competente, incumpliendo así con las obligaciones que legalmente le vienen impuestas como agente de este Poder Judicial (arts. 9 a) y 12 de la Ley 8765 - Estatuto de Policía Judicial), así como también el Acuerdo Número Doscientos Cuatro "Serie A" (19-12-90) y el Acuerdo Reglamentario Número Cuatrocientos Veintiuno "Serie A" (30-03-98) al igual que lo plasmado en la disposición internacional citada. 


Por otra parte, y a fin de dar un acabado tratamiento al planteo efectuado por el sumariado Chilo en orden a la inaplicabilidad del marco normativo que regula el ejercicio de las funciones de los agentes que componen los cuadros administrativos-técnicos de la Dirección General de Policía Judicial en tanto integrante de la orgánica del Poder Judicial de la Provincia de Córdoba, es dable efectuar un breve repaso de la carrera administrativa del agente a partir de su ingreso a esta Institución. 


En este derrotero observamos que; a) Walter Gustavo Alfonso Chilo (M.I. 17.382.456) por Acuerdo Número Doscientos Ochenta y cuatro, Serie "A" dictado el día treinta y uno de octubre de mil novecientos ochenta y ocho, con sustento en la necesidad de incorporar a la planta permanente del entonces Departamento de Policía Judicial, personal de la Policía de la Provincia afectado a la misma, se resolvió, por aplicación del art. 2 del Decreto Provincial Número 3315/85, conteste con la Ley Número 4615, Decreto Provincial Número 6921/88; arts. 166 inc. 7 de Const. Pcial  y 14, inc. 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces vigentes, designar, entre otros, como Auxiliar Ayudante, en cargo vacante, al Señor Walter Gustavo Alfonso CHILO; b) el primero de junio de mil novecientos noventa y uno, por decisión administrativa de reestructuración en el escalafón fue designado Auxiliar Técnico interino (agrupamiento 29) hasta el primero de septiembre del mismo año en que se transformó en definitivo (Ac. 108/91); c) el primero de diciembre de dos mil nueve por razones interorgánicas de recategorización fue designado, por Acuerdo Número Cuatrocientos ochenta y uno, Serie "A", en el cargo de Oficial Auxiliar efectivo, agrupamiento 28, en el Gabinete de Reconstrucción Criminal de la Secretaría Científica de la Dirección de Policía Judicial; d) con fecha primero de junio de dos mil diez por Acuerdo Número 217, Serie "A", fue designado por orden de mérito en el cargo de Oficial, agrupamiento 28, jerarquía en la cual permanece hasta la fecha del presente resolutorio.


Desde otro costado vemos que el día dos de julio de mil novecientos noventa y nueve fue publicada en el Boletín Oficial de la Provincia la Ley Número 8765 -Estatuto de la Policía Judicial- ordenamiento que establece en su articulado que será de aplicación a todo el personal con funciones en el ámbito de la Policía Judicial de la Provincia de Córdoba, excluyendo a los funcionarios nominados en el Anexo "A" de la Ley 8576 (B.O. Córdoba 31/12/1996), norma que estableció la equiparación 
en las remuneraciones en los tres Poderes del Estado Provincial. El Capítulo tres "Deberes y Derechos" prescribe en el artículo nueve que el personal de la Policía Judicial esta obligado, entre otros tópicos, a prestar el servicio que se le asignara en forma personal con regularidad, puntualidad, diligencia y responsabilidad; someterse al régimen disciplinario aplicable; cumplimentar las tareas propias del servicio, aunque para ello hiciere falta que prolongare su jornada laboral en el marco de la normativa vigente; cuidar los bienes del estado y procurar su uso racional y específico. El Capítulo cuatro al definir las "Prohibiciones e Incompatibilidades", preceptúa en el artículo catorce que los agentes de la Policía Judicial están sujetos al régimen disciplinario del personal del Poder Judicial. El Capítulo ocho "Jornada de Trabajo" señala en el artículo veintiuno que "Conforme la especial característica de servicio público esencial brindado por la Policía Judicial, deberá garantizarse la prestación del mismo durante las veinticuatro horas del día y todos los días del año...". 


En el caso bajo estudio no existe un derecho subjetivo de carácter administrativo reconocido con anterioridad a su favor por el orden jurídico que se haya visto vulnerado con la tramitación del proceso sumarial  incoado en su contra. 


De allí que no es atendible la presentación efectuada con esas características, máxime cuando las objeciones sobre la aplicabilidad del régimen estatutario previsto por el Legislador (Ley 8765), traducen en verdad una conducta del propio interesado contradictoria con una anterior, que es jurídicamente vinculante, de aceptación voluntaria a un régimen jurídico sin reserva, que descalifica su actual pretensión al amparo de la doctrina de los actos propios.


Es que no es admisible acogerse a un sistema jurídico en la parte que favorece al requirente y rechazarlo en la que le es desfavorable (C.S.J.N. Fallos 307:293; 271:124; 292:404).


Sabido es que en toda relación de empleo público, es el Legislador, o quien ejerce la potestad administrativa en su caso, el que impone las normas de juego preestablecidas de antemano, pudiendo el administrado prestar su consentimiento, si realmente le interesa, o desvincularse si está en desacuerdo. Siempre habrá aspectos que no le convencen (escaso sueldo, pocas vacaciones, etc.), pero si pesan más las razones que le hacen aceptar su nombramiento, lo aceptará lisa y llanamente, siendo su consentimiento plenamente eficaz a los efectos jurídicos. Este es el temperamento habitual, cotidiano, que en general caracteriza el obrar de la Administración.


En ese orden de conceptos, es jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que "el sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin reservas, determina la improcedencia de su impugnación ulterior, con base constitucional" ("Sanchez c/ Klepe", L.L., 1985-C-558).

 En definitiva, quien se ha sometido voluntariamente a un régimen estatutario que como el que lo vincula a una relación de especial sujeción (Ley 8765-Estatuto de la Policía Judicial), en la que el cumplimiento de las obligaciones y prohibiciones allí impuestas, vgr. realizar medidas de fuerza que entorpezcan el funcionamiento del servicio, art. 12 inc. c, Ley 8765, o lo definido en el artículo 21 ib. en el sentido que califica la actividad de Policía Judicial como servicio público esencial cuya prestación debe ser garantizada durante los veinticuatro horas del día, todos los días del año, constituyo un hecho aceptado desde que la norma entro en vigencia, no pudiendo aducir en consecuencia su inaplicabilidad por haberla consentido sin reserva alguna.

La postulación ensayada en el alegato de bien probado por la defensa técnica de Chilo en el sentido que "...se está usando las facultades disciplinarias en forma impropia como un medio de operar contra el colectivo, ejerciendo intimidaciones individuales a los trabajadores que adhirieron a la medida de fuerza..." no resulta sincera, puesto que como se ha visto a lo largo del desarrollo de las presentes actuaciones sumariales, el objeto de cuestionamiento no fincó en la participación del colectivo en las asambleas informativas convocadas y comunicadas por la Asociación Gremial de pertenencia, habida cuenta que ningún otro agente presente en la aquella fue sumariado por tal razón, sino que la circunstancia disparadora del presente sumario radicó en el obrar singular del agente Chilo quien en su propio descargo reconoció que la acción por él desplegada -esto es, atender deliberadamente el teléfono de la unidad operativa de turno para decir que no podían recibir la solicitud de cooperación técnica por hallarse en estado de asamblea, sin comunicar la novedad al jefe de equipo- produjo el efecto planificado (fs. 311) consistente en atentar contra el debido funcionamiento de la unidad operativa número cuatro que se encontraba de turno, enervando el sistema legalmente previsto para dar respuesta a procedimientos legales que por su naturaleza no admiten demora ni dilación alguna, so riesgo de frustrar los alcances del proceso criminal en aras a alcanzar la verdad real.


Destacamos que el derecho reconocido a los trabajadores de reunirse y desarrollar actividades sindicales debe interpretarse en un contexto de razonabilidad acorde a lo que significa el quehacer judicial -que requiere una actividad permanente-, debiéndosele asegurar a los ciudadanos en todo momento su derecho constitucional de acceso a la justicia. En el caso que nos ocupa, no es la adhesión a las medidas de fuerza convocadas por la entidad gremial lo que motivó la apertura de sumario administrativo al Sr. Walter Chilo, sino el ejercicio abusivo de su derecho, violentando todo el marco legal vigente y dañando severamente el servicio de justicia, pues si dicho agente se hubiera limitado a plegarse a la asamblea dispuesta sin la intervención que tuvo el día del hecho, las presentes actuaciones no hubieran tenido lugar, al igual que no lo tuvieron respecto del resto de sus compañeros que adhirieron a la medida el día veintisiete de mayo de dos mil diez.


Corresponde luego analizar la situación del otro sumariado en autos, el Sr. Juan Alejandro Paz, encargado del Cuerpo Operativo Número Siete, de turno al momento del hecho.

Se le atribuye al mismo haber incurrido en una conducta descuidada en el desempeño de su función, al no haber controlado adecuadamente ni previsto ningún mecanismo de comunicación alternativo frente a la existencia de asambleas gremiales, a fin de asegurar que -frente a la contingencia de un requerimiento de actuación del cuerpo operativo que comanda-, el servicio no se viera obstaculizado por la actitud negligente o direccionada de algún integrante de aquél.

En efecto, ello fue lo que ocurrió a la postre, afectándose el normal funcionamiento del servicio, tal como ha quedado acreditado y expusiéramos al analizar la situación del empleado Walter Chilo.

Los dichos del sumariado Paz en su descargo (fs. 119/122) y las copias de las notas oportunamente presentadas por el mismo en su calidad de encargado de Cuerpo Operativo (fs. 123/126) dan cuenta de la repercusión que la actividad gremial de Chilo ocasionaba en el desarrollo de la actividad laboral, razón por la que solicitó en sendas oportunidades el reemplazo del mismo a raíz de su poca contracción al trabajo debida a su participación en asambleas y otras medidas de protesta.

Y si bien es cierto -a tenor de lo referido y de la calidad de delegado gremial que ostenta el Sr. Chilo y que es de público conocimiento- que el agente Juan Alejandro Paz, como encargado del Cuerpo Operativo Siete, debió prever que hechos como el que finalmente acontecieron pudieran suscitarse, no resulta menos cierto que la entidad de la falta achacada a este en nada se asemeja al disvalor insito en el obrar desplegado por Chilo, pues evidentemente se ha tratado de una conducta descuidada o poco previsora, pero en modo alguno malintencionada o dirigida.

Ello así por cuanto no se ha podido desvirtuar la postura exculpatoria de Paz en el sentido de que el día del hecho no tomó conocimiento de la llamada telefónica por no haberla escuchado -quizás por encontrarse en el baño- ni haberle sido comunicada por Chilo, lo cual conduce a morigerar su responsabilidad en el evento.
b) En cuanto al hecho nominado tercero, se le reprocha a Walter Chilo que el día veintinueve de junio del año dos mil diez habría realizado una llamada telefónica a la agente de la Sección Huellas y Rastros de la Dirección de Policía Judicial Tomasa Marina Bustos, quien se encontraba de guardia, manifestándole que necesitaba pedirle un favor. Seguidamente, siendo las 21:00 horas aproximadamente, Chilo junto a otra persona, se habría constituido en dicha oficina y le habría solicitado a Bustos, en forma ardidosa, abusando de su confianza e induciéndola a error, colaboración en relación a la búsqueda de rastros papilares sobre una caja de seguridad que el mismo Sr. Chilo le habría hecho entrega manifestando que era de un amigo, sin el correspondiente pedido formal de la autoridad judicial competente para ordenar dicho análisis y sin manifestar que el mismo no existiría. Este obrar, con repercusión en el ámbito administrativo-disciplinario y contrario a los deberes de decoro, dignidad de conducta, lealtad, confianza, responsabilidad profesional y buen obrar, ha vulnerado los cánones y estándares expectables de conducta que le vienen impuestos por la especial relación de sujeción que lo vincula con esta Administración de Justicia.

De forma preliminar, señalamos que el extremo fáctico de la cuestión reprochada a Chilo se ha visto acreditado en orden a la prueba incorporada en las actuaciones.


En efecto, el agente tramitó por su cuenta la realización de tareas técnicas por parte de personal de la Sección Huellas y Rastros, a favor de un amigo. Justamente, el propio sumariado -al efectuar tanto su descargo (fs. 501/502vta.) como los alegatos (fs. 619/621)- admite haberse dirigido el día del hecho entre las 21:00 y 22:00 hs. a la mencionada Sección portando la caja de seguridad y haber solicitado a su personal que peritara el objeto. Adujo que tal petición obedeció a que se hizo presente en el edificio de la Dirección de Policía Judicial el oficial de policía Sergio Zabala, llevando una caja de seguridad y exhibiendo una denuncia penal formulada ese mismo día ante la Mesa de Atención Permanente de Tribunales II, motivo por el cual, y con el fin de salvaguardar los elementos de prueba que se pudieran obtener de la caja y evitar que se perdieran y con ello frustraren una investigación penal, se dirigió con el objeto a la Sección solicitando la pericia.


Adelantamos que del propio relato del sumariado se desprende la ilegalidad de su proceder, ya que la solicitud de intervención del gabinete científico que efectuó, obedeció a la presentación ante su persona de la copia de una denuncia penal, y no de una orden judicial de autoridad competente, única vía aceptable para dar curso a la colaboración de un gabinete científico. Pero sobre este punto volveremos más adelante. 


Volviendo a la cuestión empírica, la agente Tomasa Marina Bustos (fs. 465/467vta.) reconoce haber efectuado la operación técnica correspondiente para determinar la presencia de rastros papilares sobre una caja portátil de valores, añadiendo que momentos antes había recibido una llamada de Chilo a su teléfono celular particular solicitándole ese favor. Señala que, estando en la Sección, y al momento de solicitarle Chilo la colaboración, éste le refirió que la caja pertenecía a un amigo, y que tanto cuando llegó Chilo como cuando se retiró le manifestó que enseguida le daría ingreso al pedido y un número de cooperación técnica.


Asimismo, el agente Luis Darío Moriconi (fs. 464) reconoce haber colaborado con Bustos en el desarrollo de la tarea, y dice que el material ingresó a la Sección sin el correspondiente registro en el sistema informático, lo cual se le advirtió a Chilo. Además, los restantes empleados de la misma Sección –Esteban Aníbal Oviedo (fs. 515), Miguel Héctor Juárez (fs. 516), Elio Manuel Silva (fs. 577), Hugo Isaac Rodríguez (fs. 580) y Armando Antonio Quiroga (fs. 585)- refieren haber observado que ese día se realizó la cooperación técnica de marras.


De otro costado, Sergio Roberto Zabala (fs. 573/573vta.), personal policial retirado, dice conocer a Chilo hace quince años, y que el día del hecho investigado en las presentes llamó a Policía Judicial siendo atendido por dicho agente, a quien le expresó que necesitaba tomar unas huellas de una caja, respondiéndole Chilo que la llevara. Aportó que, estando ya en la Dirección de Policía Judicial, buscó a Chilo quien realizó una llamada al perito. Que seguidamente ambos subieron al gabinete y Zabala dejó la caja en una mesa, luego de lo cual apareció una mujer quien realizó la tarea técnica. Además indicó que Chilo le solicitó la orden judicial correspondiente, respondiendo Zabala que no tenía orden judicial.


En suma, del plexo probatorio reunido se deriva que el policía retirado Sergio Roberto Zabala, amigo de Chilo, llamó a este para pedirle se tomaran huellas de una caja de valores, gestionando el mencionado agente la realización de la tarea técnica. A tal fin, solicitó a la agente Bustos el relevamiento dactilar actuando de manera ardidosa, abusando de su confianza e induciéndola a error, puesto que se acercó personalmente a la Sección con su amigo y el material a peritar, y pidió a Bustos la colaboración técnica sabiendo que no existía una orden judicial que dispusiera la intervención de la Sección en relación al objeto -como así tampoco número de cooperación técnica- y que tal no existiría, pese a lo cual manifestó en varias oportunidades a personal del gabinete que más tarde llevaría el número de cooperación técnica, cuando por la vasta experiencia en su labor sabía que de no existir orden judicial que dispusiera tal procedimiento científico no podía generarse un número de cooperación técnica. De hecho, no sólo nunca llevó al gabinete el número de cooperación sino que el número nunca existió.


En efecto, según los registros informáticos del día del hecho y el posterior (fs. 470/481) y el informe presentado por el Jefe de la Sección en cuestión, Sergio Osvaldo Ferreyra, junto a las fotocopias del Libro de Registros de Informes de Rastros nro. 26 (fs. 494/498), no existe en aquella fecha una solicitud de cooperación con esas características. Además, según lo informado por el Fiscal de Instrucción del Distrito Uno Turno Dos (fs. 508) y el certificado obrante a fs. 509, surge que en los autos “Denuncia formulada por Sergio Zabala” no se solicitó cooperación técnica alguna, lo cual se encuentra corroborado con las copias certificadas de la causa agregadas posteriormente (fs. 591/599).


Realizadas estas precisiones, debemos adentrarnos en el tratamiento de la cuestión esencial, esto es, si la conducta probada, llevada a cabo por el agente judicial sumariado Walter Chilo, importa un hecho por el que corresponda sanción administrativa. En prieta síntesis, el comportamiento indebido consiste en haber utilizado -a favor de un amigo- los servicios de la Sección Huellas y Rastros para verificar una labor técnica, sin contar con el requerimiento por parte de la autoridad judicial, de modo de posibilitar el ingreso del trámite por la Unidad Operativa de la Policía Judicial, a fin de que -previa registración- se le asignara el correspondiente número de cooperación técnica.


Adelantamos opinión en sentido de que tal conducta amerita la imposición de un correctivo disciplinario. A fin de fundar esta opinión, corresponde atender la base argumentativa propuesta por el sumariado al ejercer su derecho de defensa, cuyo núcleo versa en que la persona a la que acompañaba (el policía retirado Sergio Zabala) había efectuado ese día una denuncia penal ante la Mesa de Atención Permanente de Tribunales II y necesitaba –con urgencia- preservar la prueba de ese delito. Indicó que es práctica habitual entre los agentes de Policía Judicial dar prioridad a la conservación de la prueba de manera oficiosa, con el fin de preservar los elementos de prueba de posibles hechos delictivos, corroborando la existencia de denuncia penal.


Se desprende de las constancias de autos que la denuncia fue presentada por el policía Sergio Zabala ante la Mesa de Atención Permanente el día veintinueve de junio de dos mil diez a las 20:15 hs. (ver cargo de fs. 592vta.). Ahora bien, la caja porta valores que se hizo peritar no había sido incorporada como objeto de prueba, decidiendo el denunciante llevarla personalmente a Policía Judicial para que le extrajeran huellas, para lo cual contó con la colaboración de su amigo, el sumariado Walter Chilo. Del informe presentado por el Fiscal de Instrucción del Distrito Uno Turno Dos, Dr. Gustavo Sandoval Cevallos (fs. 508), surge que con fecha treinta de junio de dos mil diez –al día siguiente del hecho analizado- registra ingreso en la Fiscalía a su cargo la “Denuncia formulada por Sergio Zabala” y que dicho funcionario averiguó en las Unidades Judiciales Uno y Robos y Hurtos si existía una denuncia por la sustracción de la suma que refirió Sergio Zabala, con resultado negativo. Además, informó que en el expediente no se encontraba secuestrado elemento de prueba alguno.


Se advierte entonces que el proceder de Chilo no sólo fue poco transparente, oscuro, sino además impropio e inadecuado toda vez que facilitó la introducción al proceso penal de un elemento de prueba de manera ostensiblemente ilegal.


Sabido es que el fin inmediato del proceso penal es procurar llegar a la verdad real (verdad histórica) y en la tarea de la reconstrucción conceptual de los hechos –delictivos-, la prueba es el medio más seguro de lograrla de un modo comprobable y demostrable, habida cuenta que ella se inducirá de los rastros o huellas que los hechos pudieron haber dejado en cosas o personas, o de los resultados de las experimentaciones científicas o técnicas, etc. En un modelo como el de nuestra Constitución, el cual parte de un estado de inocencia del imputado, la prueba cobra relevancia sustancial dado que es la única forma legalmente autorizada para destruirlo, constituyéndose de esta manera en la mayor garantía frente a la arbitrariedad punitiva, en correspondencia con el objetivo plasmado en el preámbulo de la Constitución Nacional de “afianzar la justicia”. Ahora bien, la convicción de culpabilidad necesaria para condenar, puede derivar solamente de datos probatorios legalmente incorporados al proceso penal, así son las pruebas las que condenan, ésta es la garantía.


La introducción de los elementos probatorios al proceso en forma legal es, entonces, un presupuesto indispensable del proceso penal. Ello implica que la búsqueda de datos debe respetar determinadas formas procesales, a pesar de lo cual, y a sabiendas, Chilo disparó el procedimiento ilegal para lograr la obtención de un dato probatorio. Es que la mecánica puesta en funcionamiento por el sumariado no es la vía para encauzar los pedidos de cooperación a los distintos gabinetes técnicos de la Policía Judicial.


Así lo indica la práctica forense que resulta conocida por todos los operadores judiciales y así fue explicado por los empleados de la Sección Huellas y Rastros que prestaron declaración en el presente sumario administrativo. De tal forma, el sumariado, de vasta experiencia en la Base Operativa de Policía Judicial, no podía desconocer que para resguardar una prueba es necesario que la misma ingrese válida y legítimamente al proceso penal, esto es, que debe existir una orden proveniente de autoridad judicial competente, no bastando la sola denuncia penal, y que una vez comunicada la misma a la Base Operativa debe darse ingreso en el sistema y otorgar el correspondiente número de cooperación, todo ello previo a la efectiva intervención de cualquier gabinete de la Secretaría Científica.


Prueba de su efectivo conocimiento es el hecho de que Chilo aclaró en varias oportunidades a personal de la Sección Huellas y Rastros, que ingresaría el pedido de colaboración al sistema informático y les alcanzaría el número de cooperación, creando con tales expresiones la apariencia de que existía una orden judicial -única fuente capaz de generar tal número- cuando en realidad sólo le constaba que había una denuncia penal formulada. Tal apariencia de que existía orden judicial que disponía la medida fue lo que motivó que la agente Bustos diera comienzo a las tareas técnicas.


Asimismo se advierte que el sumariado utilizó recursos humanos y materiales del Estado que tienen por objeto satisfacer intereses públicos –no privados-, puesto que significan herramientas auxiliares que permiten la realización de tareas científicas y técnicas en aras de alcanzar los fines del proceso. Contrario a ello, Chilo no sólo puso a disposición de su amigo estos instrumentos, sino que colaboró con él gestionando la tarea técnica en provecho de este particular, tercero quien no procuró incorporar la caja porta valores al proceso de modo válido.


Por otro lado, se advierte que en el caso no se trataba de un hecho de urgencia que ameritara una flexibilización de la vía de ingreso de la solicitud (tal como sucede, a veces, con los accidentes de tránsito o robos domiciliarios, en los que se deben iniciar las tareas científicas ante de recibir el respectivo pedido de la autoridad judicial).


Todo lo explicitado otorga precisión a la imputación administrativa, en tanto el agente debió obrar siguiendo el procedimiento estándar para el caso, de manera de asegurar que la cooperación a realizarse tuviera como origen una orden judicial de autoridad competente e ingreso al sistema informático de Policía Judicial a través de la propia Base Operativa.


c) Respecto al hecho nominado segundo, se le atribuye al agente Walter Chilo haberse encontrado con fecha diecisiete de junio de dos mil diez, alrededor de las 17:45 horas, dentro de las instalaciones de la oficina donde funciona la Base Operativa de Policía Judicial, sin la debida autorización de su superior jerárquico, operando indebidamente una de las computadoras a la cual le habría insertado un pen drive de su propiedad, con el riesgo que ello puede conllevar para la información restringida que allí se almacena, y siendo que se estaba desarrollando en el hall de ingreso a dicha Base una asamblea dispuesta por la A.G.E.P.J. en la cual se suponía presente el Sr. Chilo en razón de su condición de delegado gremial. Por lo demás, la presencia de Chilo en el lugar resulta inapropiada, atento a que no se encontraba prestando servicios el Cuerpo Operativo Número Siete al cual pertenece, sino el Tres.
De la prueba colectada en autos, se ha podido tener por acreditado que el día diecisiete de junio de dos mil diez se realizó una Asamblea en el hall de ingreso de la Base Operativa de Policía Judicial, encontrándose adherido a dicha medida el Sr. Walter Chilo. 


En efecto, en su descargo el sumariado relata que siendo delegado de personal y en el marco de la asamblea referida, se le requirió -a pedido de los compañeros y atento las advertencias de la patronal- informara respecto a las acordadas que había emitido el Tribunal Superior de Justicia aplicable a sus dependientes. Alega que tales acordadas estaban guardadas en un pen drive y que usó una de las computadoras que habitualmente utiliza un compañero que estaba participando de la asamblea, para abrir las referidas acordadas y darlas a conocer para su análisis a la misma, no llevándole este actuar más de cinco minutos.

Dicho extremo se ha visto probado por las declaraciones testimoniales receptadas a los Sres. Alejandro Fabián Castellani (fs. 350/351), Pablo Eugenio Olmedo (fs. 395/396) y María del Rosario Valiente (fs. 400/400vta.) quienes relataron que el traído a sumario guarda en su pen drive toda la normativa vinculada a la actividad gremial, añadiendo la testigo Ana Carolina Meyer (fs. 367/367vta.) que alrededor de las 17:10 horas estuvo en el lugar del hecho y que Chilo estaba buscando una Acordada para discutirla en la Asamblea. A su vez, Olmedo declaró haber solicitado a Chilo información relacionada al derecho de Asamblea y libertad sindical que este último tenía almacenada en el soporte informático de su propiedad, añadiendo que leyó en alta voz la normativa respectiva desde una computadora situada en la Base Operativa, a través de una ventana de dicha oficina.

Así las cosas, de conformidad a la prueba rendida en autos, se ha podido determinar que el Sr. Walter Chilo se habría encontrado consultando -a requerimiento de los presentes en la asamblea que se realizaba- contenidos que conservaría guardados en un dispositivo de almacenamiento de datos (pen drive) de su propiedad, motivo por el que habría recurrido a una de las computadoras pertenecientes a la Base Operativa.

Que si bien ha quedado acreditado que el uso de dicha computadora no causó daño a la información alojada en el sistema utilizado en Policía Judicial pues sólo están habilitados a ingresar al mismo los integrantes del cuerpo operativo de turno previo "loguearse" (conf. declaraciones testimoniales de Eduardo Ramón Gesurmino a fs. 320vta., Ana Carolina Meyer a fs. 367vta., Ramón Héctor Carreras a fs. 380) y que la computadora operada por el testigo Gustavo Palacios, y que a utilizara Chilo a la postre, se encontraba encendida pero sin loguear al retirarse Palacios a la asamblea (fs. 368/368vta.), ello no eximió al sumariado de requerir autorización -o al menos dar aviso- a sus superiores jerárquicos a los fines de operar dicha máquina con fines particulares. Ello así por cuanto surge de los testimonios del Coordinador General de la Base Operativa de la Dirección General de Policía Judicial -Sr. Eduardo Ramón Gesurmino, fs. 320-, del Secretario Científico de esa Dirección -Sr. Néstor Darío Gutiérrez, fs. 324- y la Jefa del Cuerpo Operativo Número Tres -Sra. María Isabel Cobos, fs. 325/325vta.- que sólo pueden permanecer en las dependencias de Base Operativa quienes integran el cuerpo operativo de turno, no quedando duda alguna que el cuerpo activo el día del conflicto era el número Tres y no el Siete al cual pertenece el Sr. Walter Chilo.


La circunstancia que la Base Operativa constituya "lugar de paso" por razones de distribución edilicia-arquitectónica o de "tránsito" para dirigirse a la cocina, baño, o consultorios (como han declarado los testigos Gustavo Palacios a fs. 368/368vta., Leonardo Fernando Rodríguez a fs. 375, Ramón Héctor Carreras a fs. 380, Pablo Eugenio Olmedo a fs. 395/395vta., María del Rosario Valiente a fs. 400) no significa que sea un lugar de permanencia ni habilita a ningún agente -que no sean los autorizados por encontrarse de turno- a hacer uso de las computadoras situadas en dicho espacio para fines ajenos al que han sido destinadas, no sin -al menos- dar aviso al responsable del área o superior jerárquico inmediato.

Los hechos hasta aquí analizados, acreditados y atribuidos al empleado Walter Chilo, constituyen conductas desleales e inaceptables en un agente judicial, quien debe guardar un estilo de comportamiento que hace a la confiabilidad de la Administración de Justicia como institución republicana y cuyo obrar repercute ineludiblemente en el sentimiento de la comunidad a la cual sirve. Importan faltas graves e incompatiblse con el correcto desempeño que debe ejercer un agente dentro y fuera del ámbito del Poder Judicial, cuyo prestigio exige la adecuación de su conducta a parámetros de rectitud, honorabilidad y compromiso. 

La corrección de la conducta bajo reproche traduce el sentido estrictamente ético del derecho sancionatorio puesto que “...el régimen disciplinario atiende más a un criterio de moralidad que exige el comportamiento legal digno de los funcionarios en el cumplimiento de los deberes a fin de mantener el prestigio y el decoro de la función pública...” (Palomar Olmeda, Alberto, Derecho de la Función Pública”, Ed. Dykinson, Madrid, 1996, p. 504).


Es por ello que, a tenor de lo desarrollado, la prueba colectada y su valoración de conformidad con las reglas de la sana crítica racional (Constitución Provincial, art. 155) entendemos que resulta incompatible la permanencia del agente Walter Gustavo Alfonso Chilo en este Poder Judicial, habida cuenta que el hecho cometido importa un insoslayable apartamiento de los deberes de lealtad, compromiso y responsabilidad que le son exigibles, con el daño evidente que ocasiona el quebrantamiento de la confianza en él depositada y que compromete seriamente el prestigio del Poder Judicial ante la Sociedad a la cual sirve, razón por la que, no obstante no contar el sumariado con antecedentes disciplinarios computables (vid. fs. 81/83), corresponde aplicarle una sanción segregatoria, cual es la cesantía, en correspondencia con la entidad de las faltas cometidas.


Esta sanción aparece como proporcionada con la magnitud de los injustos cometidos, en tanto a que con el obrar desplegado por Chilo no solo se vio afectado el prestigio del Poder Judicial, el cual se refleja tanto en los pronunciamientos y actuaciones judiciales, como en el obrar de sus integrantes acorde con los altos valores éticos que la sociedad les exige, sino en la confianza pública derivada de la seguridad de obrar que el ciudadano requiere de los empleados, funcionarios y magistrados a quienes observan críticamente en el desempeño cotidiano de sus deberes funcionales.


En cuanto a la tutela sindical de la que goza el agente judicial en cuestión, sabido es, que los representantes gremiales gozan de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo. Así las cosas la tutela sindical con rango constitucional no se agota en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, toda vez que dicha manda se ha visto fortalecida por la singular protección reconocida en textos internacionales de derechos humanos que cuentan con jerarquía constitucional; a lo que se agrega lo establecido en numerosos convenios de la OIT -como los n° 87, 98 y 135-.


En este orden de ideas, el artículo 52 de la ley de Asociaciones Sindicales (Ley Nro. 23551) dispone que los trabajadores amparados por las garantías previstas en el artículo 48, no serán objeto de cese, suspensión o modificación de su relación laboral, sin resolución judicial previa que los excluya de la garantía. 


La libertad sindical es un principio arquitectónico que sostiene e impone la Constitución Nacional mediante su artículo 14 bis, y por vía de un muy comprensivo corpus iuris con jerarquía constitucional, proveniente del Derecho Internacional de los Derechos Humanos contenido en su artículo 75.22, segundo párrafo: Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (artículo XXII), Declaración Universal de Derechos Humanos (artículos 20 y 23.4); Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 16); Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 22.1/3) y Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 8.1.a y c, y 3). Estos dos últimos pactos de 1966 se hicieron eco, preceptivamente, del Convenio Número 87 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativo a la libertad sindical y su regular ejercicio. Ello sin dejar de considerar el artículo 8 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador), con jerarquía superior a las leyes (Constitución Nacional, artículo 75.22, primer párrafo). 


Lo señalado revela que, en sintonía con el art. 14 bis C.N., la libertad sindical debe estar rodeada, como atributo intrínseco o inherente para el logro de su ejercicio cabal y fecundo, de un particular marco de protección de los representantes gremiales, quienes se encuentran investidos de las garantías protectorias necesarias para el cumplimiento regular de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad en su empleo. Se trata, por cierto, de una proyección del principio protectorio del trabajo y del trabajador en tanto sujeto de preferente tutela constitucional. 


El Convenio Número 87 de la Organización Internacional de los Trabajadores (OIT) pregona que el Estado adoptará las medidas necesarias y apropiadas que garanticen a los trabajadores el libre ejercicio del derecho de agremiación, absteniéndose de  intervenir arbitrariamente, direccionando o limitando el regular ejercicio del derecho de las organizaciones sindicales de establecer sus actividades y formular sus programas de acción, sin  menoscabar las garantías previstas en el mismo.  

En síntesis por tutela sindical debe entenderse la protección especial que otorga la ley de asociaciones profesionales respecto de quienes ejercen o hubieren ejercido en el plazo de gracia que preceptúa la ley, cargos electivos o representativos en las entidades gremiales a fin de evitar el cese, suspensiones y/o modificaciones de la relación laboral.


Precisamente esta es la directriz a seguir en el desarrollo del presente caso, toda vez que en ningún momento se ha puesto en crisis la condición de Chilo en tanto representante gremial de la Asociación Gremial de Empleados del Poder Judicial (AGEP), o el ejercicio mismo de su función sindical, toda vez que dicha actividad goza conforme lo hemos desarrollado precedentemente de protección constitucional y supra constitutcional.


Lo que es objeto de valoración en el caso bajo estudio es dilucidar con certeza si la conducta desplegada por Chilo en el ejercicio de dicho prerrogativa gremial excedió los límites de regularidad legal que el mismo marco protectorio le otorga. Ello toda vez que el ejercicio de cualquier derecho subjetivo debe ser ejercido dentro de un marco de razonabilidad y congruencia, sin afectar con ello irremediablemente intereses de terceros en particular o de la comunidad en general, habida cuenta que el ejercicio irregular de un derecho podría configurar un acto contrario a derecho (arg. a contrario art. 1071 C.C.).


Por las razones expuestas y en aras a garantizar al agente sumariado Walter Chilo, delegado sindical de la AGEPJ al momento del acontecimiento de los hechos bajo estudio, el respeto de las garantías constitucionales contenidas en el artículo 14 bis de la C.N., Tratados Internacionales y Disposiciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), corresponde que habiendo quedado probado objetivamente los hechos y la participación desleal, subrepticia, antijurídica e irregular, del delegado sindical Chilo, con grave afectación tanto de derechos fundamentales, garantías constitucionales cuanto al libre acceso a la tutela judicial efectiva, con grave perjuicio para la imagen de esta Administración de Justicia que se halla avocada a dar satisfacción plena a los requerimientos de la comunidad toda, al serle de aplicación una sanción de tipo expulsiva, corresponde remitir las presentes actuaciones sumariales a la Fiscalía de Estado de la Provincia de Córdoba a los efectos de que iniciar la correspondiente acción de exclusión de la garantía de tutela sindical a sus efectos.
Respecto a la responsabilidad derivada del hecho nominado primero atribuido al agente judicial Juan Alejandro Paz, frente a las circunstancias descriptas y debidamente valoradas, en atención la falta de antecedentes disciplinarios (fs. 647/648) y a las atribuciones que en materia de Superintendencia posee este Alto Cuerpo (L.O.P.J., art. 12, inc. 6to.), consideramos oportuno recomendarle que, de conformidad a su calidad de encargado de Cuerpo Operativo, en adelante procure extremar los recaudos atinentes al desempeño de sus funciones a fin de evitar que se vuelvan a suscitar situaciones como las que dieran origen a los presentes actuados.
Por todo lo expuesto, habiéndose expedido el Sr. Fiscal Adjunto de la Provincia Dr. José Antonio Gómez Demmel mediante Dictamen U-84 de fecha quince de febrero de dos mil doce (fs. 623/644);
SE RESUELVE: I. Recomendar al Sr. Juan Alejandro Paz (Legajo Nro. 2896), Jefe de Despacho con funciones en la Secretaría Científica de la Dirección General de Policía Judicial, que en lo sucesivo procure extremar los recaudos atinentes al desempeño de sus funciones a fin de evitar que se vuelvan a suscitar situaciones como las que dieran origen a las presentes actuaciones. II. Dejar cesante al Sr. Walter Gustavo Alfonso Chilo (Legajo Nro. 2884), Oficial con funciones en la Secretaría Científica de la Dirección General de Policía Judicial (Acuerdos Serie "A", Nros. Veinte de fecha 29/08/1986, Nueve de fecha 16/03/1995, Novecientos Treinta y Seis de fecha 07/04/2008, Const. Pcial. art. 166 inc. 6to. y Ley Orgánica del Poder Judicial, art. 12 inc. 5to.), sanción que no se hará efectiva hasta tanto dicho agente judicial sea despojado de la tutela sindical que lo enviste en razón de su calidad de delegado gremial. III. Requerir a la Fiscalía de Estado de la Provincia de Córdoba, a los fines de que solicite por la vía judicial la exclusión de la tutela sindical de la que goza el empleado Walter Gustavo Alfonso Chilo (conf. arts. 48 y 52 de la Ley de Asociaciones Sindicales N° 23.551/88 y Dto. Reglamentario N° 467/88) a los efectos de la ejecución de la presente resolución. IV. Comunicar al Administrador General del Poder Judicial, al Área de Recursos Humanos y a Dirección General de Policía Judicial. V. Notificar a los interesados y a la Fiscalía General de la Provincia. 
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